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PROYECTO DE LEY NÚMERO 163 DE 2016 
SENADO

por medio de la cual se expide la ley del actor para  
garantizar los derechos laborales, culturales y de 

autor de los actores y actrices en Colombia.

CAPÍTULO I

Objeto, ámbito de aplicación y definiciones 

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por ob-
jeto establecer un conjunto de medidas que garanticen 
el ejercicio de la actuación como una profesión en Co-
lombia, protegiendo los derechos laborales, culturales 
y de autor de los actores y actrices en sus creaciones, 
conservación, desarrollo y difusión de su trabajo y 
obras artísticas.

Artículo 2°. Ámbito de la ley. La presente ley regula 
lo concerniente a la actuación como profesión, derechos 
laborales y oportunidades de empleo, derechos de autor, 
difusión del trabajo de los actores y régimen sancionato-
rio, entre otros; brindando herramientas para dignificar 
esta labor por sus aportes culturales a la nación.

Parágrafo. La presente ley rige para todo tipo de 
producciones o actividades que requieran de actores y 
actrices para su realización, bien sean escénicas, tea-
trales, audiovisuales, sonoras o de doblaje. 

Artículo 3°. Actor o actriz. Se considera actor para 
efectos de esta ley, aquel creador que se sirve de su cuer-
po, su voz, su intelecto y su capacidad histriónica para 
crear personajes e interpretaciones en producciones tea-
trales y todo tipo de expresiones artísticas y realizaciones 
audiovisuales, radiales y demás medios. El actor o actriz 
es titular de derechos morales y patrimoniales de autor. 

Artículo 4°. Actor profesional. Para efectos de esta 
ley se entiende por actor profesional aquel actor o ac-
triz que acredite alguno de los siguientes requisitos:

i) Título profesional de maestro en artes escénicas
o títulos afines;

ii) Experiencia de trabajo actoral mayor de diez
(10) años acumulados y certificados en cualquier me-
dio escénico o audiovisual, avalada por el Comité de
Acreditación Actoral;

iii) Combinación entre educación informal, técni-
ca o tecnológica y, experiencia de trabajo actoral mí-
nimo de cinco (5) años acumulados y certificados en 
cualquier medio escénico o audiovisual, avalada por el 
Comité de Acreditación Actoral.

Artículo 5°. Ensayo, caracterización, actividad pre-
paratoria y conexa a la creación de personajes. Es toda 
actividad propia de la actuación, mediante la cual el 
actor o actriz prepara la creación o caracterización del 
personaje, ensaya la realización de la obra, investiga, 
estudia, memoriza guiones y realiza cualquier otra acti-
vidad relacionada con el mismo, en el lugar de trabajo 
y fuera de él. 

Artículo 6°. Creaciones artísticas como patrimo-
nio cultural. Las creaciones artísticas de los actores, 
como agentes generadores de patrimonio cultural de 
la nación, contribuyen a la construcción de identidad 
cultural y memoria de la nación. De acuerdo con lo an-
terior, el trabajo de los actores profesionales debe ser 
protegido y sus derechos garantizados por el Estado. 
Las producciones dramáticas en cine, televisión, teatro 
y otras formas de lenguaje escénico o audiovisual son 
bienes de interés cultural.

Artículo 7°. Roles en creaciones artísticas. Entién-
dase por creaciones artísticas: 

– Rol protagónico: Personaje interpretado por un
actor o actriz, alrededor del cual gira la trama central 
de la producción.

– Rol coprotagónico o antagónico: Personaje inter-
pretado por un actor o actriz que, teniendo su propia 
historia dentro de la trama, esta gira alrededor de los 
protagonistas.

PROYECTO DE LEY NÚMERO 250 DE 2022 SENADO

por medio de la cual se aprueba el Protocolo contra el Tráfico ilícito de migrantes por tierra, mar 
y aire, que complementa la Convención de las Naciones Unidas Contra la delincuencia organizada 
transnacional, adoptado por la Asamblea General de la Organización de las naciones Unidas,  

el 15 de noviembre de 2022.
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P O N E N C I A S
 INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER DEBATE AL PROYECTO DE ACTO 

LEGISLATIVO NÚMERO 37 DE 2022 SENADO, 117 DE 2022 CÁMARA 

por medio del cual se modifican los artículos 356 y 357 de la Constitución Política de Colombia.

Bogotá D.C., 24 de noviembre de 2022

Respetado
FABIO RAÚL AMÍN SALEME
Presidente
Comisión Primera Constitucional
Senado de la República
Ciudad

REF: Informe de Ponencia para primer debate al Proyecto de Acto Legislativo No. 037 de 2022
Senado, 117 de 2022 Cámara “Por medio del cual se modifican los artículos 356 y 357 de la
Constitución Política de Colombia”.

Respetado presidente,

De conformidad con lo dispuesto en los artículos 174, 175 y 176 de la Ley 5ª de 1992 y en atención
a la designación efectuada por la Mesa Directiva como ponente, presento el informe de ponencia
para primer debate en Senado al Proyecto de Acto Legislativo No. 037 de 2022 Senado, 117 de
2022 Cámara “Por medio del cual se modifican los artículos 356 y 357 de la Constitución Política
de Colombia”.

Cordialmente,

ARIEL ÁVILA
Senador de la República

INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER DEBATE AL PROYECTO DE ACTO
LEGISLATIVO NO. 037 DE 2022 SENADO, 117 DE 2022 CÁMARA “POR MEDIO DEL

CUAL SE MODIFICAN LOS ARTÍCULOS 356 Y 357 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA
DE COLOMBIA”.

I. TRÁMITE DEL PROYECTO.

El proyecto de Acto Legislativo 117 de 2022 Cámara fue radicado el 05 de agosto del 2022 por los
Honorables Representantes Olga Lucia Velásquez Nieto, Elkin Rodolfo Ospina Ospina , Luvi
Katherine Miranda Peña , Juan Diego Muñoz Cabrera , Carolina Giraldo Botero , Catherine Juvinao
Clavijo, Duvalier Sánchez Arango , Daniel Carvalho Mejía , Jaime Raúl Salamanca Torres , Juan
Camilo Londoño Barrera , Julia Miranda Londoño , Juan Sebastián Gómez González , Cristian
Danilo Avendaño Fino y por los Honorables Senadores Angélica Lisbeth lozano correa , Edwing
Fabián Díaz Plata , Iván Leónidas Name Vásquez , Andrea Padilla Villarraga.

El proyecto fue remitido a la Comisión Primera Constitucional Permanente de la Cámara de
Representantes donde se designó como coordinadores ponentes al Honorable Representante
Santiago Osorio Marín. Fueron también designados como ponentes los Honorables Representantes
Oscar Hernán Sánchez, José Jaime Uscátegui Pastrana, Ana Paola García Soto, Julio César Triana
Quintero, James Hermenegildo Mosquera Torres, Eduard Giovanny Sarmiento Hidalgo, Ruth
Amelia Caicedo Rosero, Luis Alberto Albán Urbano y Marelen Castillo Torres.

El día 11 de octubre fue anunciado el proyecto y el día 18 de octubre fue discutido y aprobado en la
comisión, tal como consta en las actas 19 y 20.

Durante el trámite en primer debate se presentaron 5 proposiciones por parte de los representantes
Juan Daniel Peñuela, Astrid Sánchez Montes de Oca y Carlos Felipe Quintero, de estas
proposiciones fueron avaladas dos y las otras se dejaron como constancia.

Audiencia Pública Primer Debate

El día 22 de septiembre se realizó una audiencia pública para nutrir el debate sobre este proyecto de
Acto Legislativo. En esta audiencia intervinieron las siguientes entidades y actores políticos y
ciudadanos:

• ASOCAPITALES
• Fundación Empresarios por la educación
• ASOINTERMEDIAS
• Alcaldía Mayor de Bogotá
• Ministerio de Hacienda
• FEDEMUNICIPIOS
• FECODE
• Observatorio Fiscal Universidad Javeriana
• Senadora: Carolina Espitia
• Representantes: Heráclito Landinez-Etna Tamara y Carlos Ardila
• Secretaria de Educación de Boyacá
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• Departamento Nacional de Planeación
• EDUCAPAZ

La audiencia pública se puede encontrar en el siguiente enlace:
https://www.youtube.com/watch?v=1sR0CAKUFlk&feature=youtu.be de la audiencia resaltamos
las siguientes intervenciones:

ASOINTERMEDIAS:

El representante de la asociación de ciudades intermedias planteó que el proyecto tiene las
siguientes ventas:

1. Fortalecimiento de las capacidades regionales y locales en la gestión del desarrollo de sus
territorios.
2. Prestación de servicios diferenciados local y regionalmente.
3. Impulsar la participación democrática: la proximidad entre población y autoridades.
4. Mayor responsabilidad de los gobiernos locales y regionales.
5. Mayor control ciudadano que genera mayor claridad en el uso de los recursos.
6. Aumenta el nivel de comprensión ciudadana entre los pagos realizados por los
contribuyentes locales y el nivel de servicios recibidos.

BOGOTÁ DISTRITO CAPITAL

Por su parte el Distrito de Bogotá sostuvo que el proyecto mejora la asignación presupuestal para
las entidades territoriales y cierra una deuda histórica que se ha tenido con la asignación de recursos
a la primera infancia.

FECODE

Es necesario este Acto Legislativo en razón a que los recursos destinados a la gratuidad en la
educación y el gasto alumno per cápita no ha aumentado desde el año 2018, hoy se sigue asignando
año $2.530.000 pesos.

Además de estas organizaciones también se manifestaron en favor del proyecto de Acto Legislativo
Asocapitales y la Fundación Empresarios por la Educación.

Es importante aclarar que tanto en la audiencia como en el primer debate el Ministerio de Hacienda
manifestó que continúa analizando el Proyecto de Acto Legislativo para propiciar el concepto. En
este sentido es bueno tener en cuenta que el concepto del Ministerio de Hacienda se puede allegar al
Congreso en cualquier momento durante los 8 debates que debe cursar este proyecto.

El día 3 de noviembre fue anunciado el proyecto y el día 8 de noviembre fue discutido y aprobado
con modificaciones en la Plenaria de la Cámara de Representantes, tal como consta en las actas 28 y
29.

II. OBJETO DEL PROYECTO

La presente propuesta de modificación constitucional tiene como objetivo plantear una alternativa
metodológica para la asignación de los recursos transferidos por la Nación a los territorios a través
del Sistema General de Participaciones - SGP. Con esta nueva aproximación se busca ampliar el
espacio presupuestal para incorporar de manera permanente el servicio de atención a la primera
infancia y asegurar una dinámica creciente de asignación de recursos al sistema en términos reales
que permita abordar las necesidades adicionales derivadas de las particularidades y dinámicas
existentes en los territorios en términos de acceso, calidad y sostenibilidad financiera de los
servicios de salud y educación.

En ese sentido, el articulado propone, a través de la modificación de los artículos 356 y 357 de la
Constitución, en primer lugar, incorporar la atención a la primera infancia dentro de los servicios
objeto del sistema y, en segundo lugar, definir los criterios macroeconómicos de asignación
presupuestal que permitan, además de asegurar el crecimiento real de los recursos, la conformación
de un espacio fiscal adicional para fortalecer las acciones de los territorios ante nuevos retos como,
por ejemplo, la atención de población migrante en salud, la modernización y calidad educativa y la
sostenibilidad financiera de la planta docente y la infraestructura de cara a la implementación de la
jornada única, entre otros.

III. CONTENIDO DEL PROYECTO

El proyecto de acto legislativo contempla tres (3) artículos, los cuales se centran en la modificación
de los artículos 356 y 357 de la Constitución Política.

En este sentido, se propone la financiación permanente de los servicios de atención a la primera
infancia mediante la creación de una bolsa específica creada por modificación del artículo 356 de la
Constitución Política, con especial énfasis en la población en edad entre 0 y 3 años, así como
incrementar el espacio fiscal de los territorios para financiar las funciones que les han sido
delegadas, siendo una de ellas, la atención a la primera infancia. Del mismo modo, para atender
coyunturas sociales, como la atención de población migrante, y económicas en los cambios
estructurales de remuneración del personal vinculado para la prestación de estos servicios.

IV. ANTECEDENTES LEGISLATIVOS

Con respecto al tema de primera infancia, es pertinente mencionar lo establecido por el Decreto
1336 de 2018, “Por medio del cual se adiciona el Decreto 1084 de 2015, Único Reglamentario del
Sector de Inclusión Social y Reconciliación, y se reglamentan los esquemas de financiación y
cofinanciación entre la Nación y las entidades territoriales para el Desarrollo Integral de la Primera
Infancia.

(…)

“Artículo 2.4.4.2. Esquema de financiación y cofinanciación. La financiación o cofinanciación para
la sostenibilidad de la Política de Estado para el Desarrollo Integral de la Primera Infancia “De
Cero a Siempre”, con recursos del Presupuesto General de la Nación (PGN), deberá atender los
siguientes criterios generales:

1. La proyección de recursos del PGN, se realizará teniendo en cuenta las metas de cobertura y
gestión definidas por la Comisión Intersectorial para la Atención Integral de la Primera Infancia
(CIPI).

2. La focalización geográfica indicativa que defina la CIPI, la cual se realizará teniendo en cuenta al
menos:

2.1 Indicadores de Pobreza.

2.2 Indicadores de mortalidad materna e infantil.

2.3 Cobertura geográfica de los Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET) de
conformidad con el Decreto ley 893 de 2017 o la norma que lo modifique o sustituya.

2.4 Necesidades de infraestructura para la atención a la primera infancia.

2.5 Municipios con presencia de comunidades étnicas.

2.6 Necesidad de ampliación progresiva de la cobertura del programa de atención a la primera
infancia en el territorio.

3. La financiación deberá tener en cuenta las prioridades de atención definidas en el artículo 6° de la
Ley 1804 de 2016.

4. La financiación nacional de la política será consistente con el Marco Fiscal de Mediano Plazo y
con el Marco de Gasto de Mediano plazo de los respectivos sectores y sujeto a las
disponibilidades presupuestales definidas en las leyes anuales de presupuesto general de la
nación.

5. Todas las entidades territoriales tienen la posibilidad de acceder a los recursos de cofinanciación,
lo que convierte esta fuente de financiación en un instrumento universal.

6. De conformidad con el parágrafo 1° del artículo 137 de la Ley 1450 de 2011, para la suscripción
de convenios de cofinanciación con la nación, la entidad territorial deberá acreditar el
cumplimiento de las disposiciones previstas en la Ley 358 de 1997, los límites de gasto y deuda
establecidos en las Leyes 617 de 2000 y 819 de 2003. Para garantizar la solvencia del
financiamiento de la Política de Estado para el Desarrollo Integral de la Primera Infancia “De
Cero a Siempre” por parte de las entidades territoriales, estas deberán acreditar la respectiva
contrapartida de recursos mediante certificados de disponibilidad presupuestal.

Parágrafo 1°. Para acceder a los recursos para la cofinanciación es necesario la
identificación, preparación y presentación de proyectos debidamente formulados, en los
términos del artículo 2.4.4.4. del presente decreto.

Parágrafo 2°. Las entidades estatales del orden nacional que hacen parte del Presupuesto
General de la Nación, conforme a sus competencias, y en cumplimiento del deber legal
consagrado en el artículo 25 de la Ley 1804 de 2016, identificarán las asignaciones
presupuestales específicas para la atención integral a la primera infancia de manera
desagregada. Esta información deberá ser reportada en el Sistema Unificado de
Inversiones y Finanzas Públicas (SUIFP).

Parágrafo 3°. Las entidades territoriales conforme a la implementación territorial de la
Política de Estado para el Desarrollo Integral de la Primera Infancia “De Cero a
Siempre”, en los términos del artículo 22 de la Ley 1804 de 2016, deberán incluir la
Ruta Integral de Atenciones (RIA) en sus planes de desarrollo. Los alcaldes y
gobernadores como responsables de la política de infancia, a través de las respectivas
secretarías de planeación o la dependencia que haga sus veces, incluirán dentro de los
respectivos presupuestos anuales, los recursos priorizados para la atención de la primera
infancia. Las secretarías de planeación certificarán el cumplimiento de lo aquí
dispuesto, identificando la información presupuestal desagregada en el Sistema
Unificado de Inversiones y Finanzas Públicas (SUIFP).

La implementación de la RIA será requisito para la viabilidad posterior de los proyectos de
inversión sujetos de financiación o cofinanciación por parte de la nación.

Artículo 2.4.4.4. Procesos de selección de proyectos. Las entidades del Gobierno nacional,
conforme a la disponibilidad de recursos, podrán en la respectiva anualidad adelantar procesos
de selección de proyectos de inversión de las entidades territoriales cuyo objetivo sea la
atención a la primera infancia. Para tales fines, las entidades territoriales deberán identificar,
preparar y presentar los proyectos de inversión ante la entidad del orden nacional competente
debidamente formulados, siguiendo para el efecto la guía indicativa que defina cada sector con
las condiciones de orden técnico y presupuestal, la cual estará en armonía con los procesos que
soportan el Sistema Unificado de Inversiones y Finanzas Públicas (SUIFP) y con los
lineamientos para la formulación, estructuración y evaluación de proyectos de inversión,
definidos por el DNP.

Artículo 2.4.4.3. Gestión y ejecución de fuentes complementarias a los recursos de la Nación. Las
entidades territoriales para efectos de la atención integral para la primera infancia orientarán,
gestionarán y ejecutarán recursos del Sistema General de Participaciones, del Sistema General
de Regalías, recursos propios y de las diferentes fuentes de financiación públicas o privadas, así
como recursos de cooperación internacional, atendiendo lo dispuesto en la normativa aplicable
para tales efectos.

Artículo 2.4.4.6. Sostenibilidad de las inversiones. Las entidades estatales en el marco de sus
competencias garantizarán la sostenibilidad económica, administrativa, financiera, social y
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ambiental de los proyectos de inversión que se desarrollen para la atención integral de la
primera infancia, procurando financiar su operación y funcionamiento con ingresos de
naturaleza permanente.

Artículo 2.4.4.7. Informe anual de resultados. Las entidades nacionales que desarrollen programas
en cofinanciación con las entidades territoriales reportarán anualmente a la CIPI sus resultados
en el formato que esta defina, con el fin de que la información suministrada sea incluida en el
informe anual de seguimiento que deberá presentarse ante el Congreso de la República, de
conformidad con lo dispuesto en el artículo 23 de la Ley 1804 de 2016. Las entidades
territoriales harán lo propio en sus informes anuales para las Asambleas Departamentales y los
Concejos Distritales y Municipales, según corresponda”.

(…)

V. CONTEXTO SOCIAL Y ECONÓMICO DE LA PRIMERA INFANCIA EN COLOMBIA

Como marco de referencia de la población que actualmente corresponde al censo poblacional del
DANE, en 2020 había cerca de 4,7 millones de niños y niñas entre 0 y 5 años, de los cuales un 1,4
millón estaban siendo atendidos en el programa de 'Cero a Siempre' y cerca de 953.000 estaban
matriculados en preescolar.

Teniendo en cuenta que el crecimiento poblacional está altamente correlacionado con los índices de
natalidad, la primera infancia es el momento del curso de vida con un mayor nivel de afectación. De
acuerdo con las estadísticas vitales del Departamento Administrativo Nacional de Estadísticas
(DANE), en el año 2000 se tuvieron 752.8342 nacidos vivos.

En 2020, de acuerdo con el censo de población realizado por el DANE en 2018, hay 4.715.109
niñas y niños, entre 0 y 5 años (incluyendo hasta 5 años, 11 meses y 30 días) de edad, esto es el 9,4
% de la población total. De acuerdo con las características demográficas de la primera infancia, es
importante señalar que, en la actualidad, el 48 % son niñas y 52 % niños, y del total de estos, el 21,7
% reside en el área rural (DANE, 2018).

Sin embargo, de acuerdo a informes del Departamento Nacional de Planeación DNP, se considera
que Colombia debe enfocar sus esfuerzos para superar la pobreza multidimensional de las niñas y
niños, con miras a favorecer su desarrollo integral, entendiéndose este diseño de una medida
multidimensional de pobreza para niñas, niños y adolescentes del país, como una herramienta que
permita ofrecer beneficios como focalizar eficientemente el gasto social, actuando sobre uno de los
problemas estructurales de su desarrollo. Es importante mencionar que de acuerdo con el Plan
Nacional de Desarrollo 2018-2022: “Pacto por Colombia, pacto por la equidad”, en su línea
“Primero las niñas y los niños: desarrollo integral desde la primera infancia hasta la adolescencia”,
el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) y del Departamento para la Prosperidad
Social (DPS) deberán construir la estrategia contra la pobreza en la niñez y el DNP la medición,
para lo cual se creó un Comité de Expertos para la medición de la pobreza en la niñez, integrado por
entidades del Gobierno, la cooperación internacional (UNICEF, OPHI, CEPAL, Banco Mundial), la
academia (Universidad de los Andes y Universidad Nacional), la sociedad civil y expertos
independientes.

De las primeras determinaciones que hizo este Comité fue la de definir el concepto de pobreza en la
niñez, entendiéndose como un conjunto de privaciones o carencias básicas, que impiden su
desarrollo integral. Dado esto, se deduce que los efectos de la pobreza en la niñez se reflejan en
desnutrición, desescolarización, trabajo infantil, violencias, reclutamiento forzado, embarazo
adolescente y conflicto con la Ley.

Dado lo anterior, refuerza el hecho de que se debe actuar sobre la pobreza en la niñez, ya que esto
contribuirá a resolver las problemáticas mencionadas y determina las necesidades simultáneas en
educación, salud, nutrición, protección, afecto y acompañamiento familiar.

El Índice de Pobreza Multidimensional (IPM) que actualmente genera el DNP identifica hogares y
no individuos, pero permite tener de manera general información como identificar cuáles son los
departamentos con los hogares en mayor nivel de pobreza multidimensional con niñas y niños de la
primera infancia. Informe del DANE del Índice de pobreza multidimensional – IPM, Total
Departamental 2020-2021.

Fuente: DANE, 20211

Según la Gran Encuesta Integrada para Hogares del DANE a 2020 el 51,5% de los niños entre los 3
y 5 años asistían a un establecimiento educativo, existiendo una brecha de casi 20 puntos
porcentuales entre la tasa de asistencia en zona urbana frente a la rural (55,9% y 38,7%
respectivamente). Durante el año 2020 la cobertura y asistencia educativo se vio muy afectada por
la pandemia la inasistencia escolar incrementó de 9% a 16,4%, fue muy crítico en los siguientes
departamentos: en Vaupés (56,6%), Amazonas (41%) y Vichada (39, %).

Además, se destaca en las cifras del DANE que el 7,6% de niños y niñas tienen dificultades para
acceder a servicios de primera infancia. Por otro lado, esta falencia en el acceso a servicios de
primera infancia ha llevado a que en Colombia la desnutrición infantil sea una gran problemática
que deben afrontar las entidades territoriales, de acuerdo con los datos de la última Encuesta

1 DANE (2021) Información Pobreza multidimensional nacional 2021. Disponible en:
https://www.dane.gov.co/index.php/estadisticas-por-tema/pobreza-y-condiciones-de-vida/pobreza-multidimensional

nacional nutricional (Ministerio de Salud, 2015) el 41% de niños de seis a 23 meses de edad tienen
una dieta mínima aceptable lo que significa que más de la mitad de los niños en esta edad no tienen
una dieta mínima aceptable, este es uno de los grandes retos. También, el INS de salud al inicio de
2022 lanzó una alerta pues las primeras 4 semanas del año dejaron un incremento del 36% en los
casos de desnutrición aguda, moderada y severa respecto al 2021 en niños de 0 a 5 años.

La primera infancia tampoco ha sido ajena a las consecuencias del conflicto armado en Colombia,
en la Política de Infancia y Adolescencia del Ministerio de Educación se expone que el 3,18% de las
víctimas del conflicto son niños y niñas entre los 0 y los 5 años.

VI. ANTECEDENTES DE DESCENTRALIZACIÓN

Desde la independencia, Colombia se caracteriza por ser un país centralista política, administrativa
y fiscalmente y solo hasta las dos últimas décadas del siglo XX, con la elección popular de alcaldes
se dio el primer paso hacia la descentralización territorial que se consolida en la Constitución de
1991 que, en su primer artículo, determina el carácter de Estado Social de Derecho enfatizando su
organización como República unitaria, descentralizada y con autonomía regional enmarcada en los
pilares político, administrativo y fiscal, siendo este último de especial interés para el logro de los
objetivos del presente proyecto de acto legislativo.

Así las cosas, las transferencias, en la Constitución de 1991, definieron que, mediante el situado
fiscal, los ingresos Corrientes de la Nación (ICN) enfocarán sus recursos a los departamentos,
distritos y municipios con prioridad a la prestación y cobertura en los sectores de salud y educación
preescolar, primaria, secundaria y media, sentando criterios para garantizar el servicio en las
poblaciones rural y urbana.

Si bien es cierto, en la década de los 80, se da el primer paso en el proceso de descentralización, con
el artículo 357 constitucional, se profundiza en la participación de los municipios en los ICN
distribuidos con porcentajes equivalentes al 60% en proporción directa al número de habitantes con
necesidades básicas insatisfechas (NBI) y al nivel relativo de pobreza de la población de cada
municipio, y 40% en función de la población total, la eficiencia fiscal y administrativa, el progreso
en la calidad de vida y la población menor a cincuenta mil habitantes. Adicionalmente, la norma
ordenó que la participación de los municipios fuera igual al 14% de los ICN en 1993, incrementada
en un punto porcentual por cada año hasta alcanzar 22% en el año 2000.

Con la Ley 60 de 1993, se determina que la participación del situado fiscal en los ICN será del 23%
en 1994, 23,5% en 1995 y 24,5% entre 1996 y 2001. Así mismo, señala que el 5% de las
participaciones municipales se destinarán a municipios con menos de 50.000 habitantes y el 1,5% a
los municipios ribereños del río Magdalena. El 93,5% restante se distribuirá de la siguiente manera:
40% según el número de habitantes con NBI del municipio, 20% según el grado de pobreza relativa,
22% en proporción a la población y 18% por partes iguales según indicadores de eficiencia fiscal y
administrativa, y el progreso en la calidad de vida en el municipio. Para los departamentos, el
situado fiscal previsto se destinará con porcentajes del 60% para educación, 20% para salud y 20%
para educación o salud, dependiendo de las metas de cobertura y las fuentes de financiación. Por su
parte, las participaciones municipales se destinarán 30% a educación, 25% a salud, 20% a agua

potable y saneamiento básico, 20% a libre inversión y 5% a educación física, recreación, deporte,
cultura y aprovechamiento del tiempo libre.

La descentralización, sin duda, constituye un hito político importante, no obstante, de la
destinación de los recursos del Gobierno nacional a los territorios, debió ir acompañada de, además
aspectos fundamentales como las partidas presupuestales que atiendan las funciones delegadas, el
fortalecimiento institucional de las regiones y sus fiscos. Lo cual en su momento derivó en una
amplia heterogeneidad en los resultados de las entidades territoriales, dada la diferencia en sus
niveles de desarrollo económico, situación fiscal y dotaciones de recursos iniciales, que
comprometieron las finanzas de los departamentos, distritos y municipios.

Posteriormente, en respuesta esta situación, se expiden normas para el cambio en un modelo de
descentralización con responsabilidad fiscal, como la Ley 358 de 1997, la 549 de 1999 y la Ley 617
de 2000 que reforma parcialmente la Ley 136 de 1994, el Decreto Extraordinario 1222 de 1986, el
Decreto 1421 de 1993 y la Ley 819 de 2003. Este marco normativo hace parte de la estructura
actual para la sostenibilidad de las finanzas públicas territoriales.

VII. CONTEXTO DEL SISTEMA GENERAL DE PARTICIPACIONES

Esta sección pretende ofrecer un breve contexto histórico sobre el proceso de ajuste y/o
modificación de los artículos 356 y 357 de la Constitución y las razones para realizar cambios de
fondo o de forma a la responsabilidad y distribución de los recursos, mediante los Actos
Legislativos 01 de 1993 Y 01 de 1995 y, posteriormente, con los Actos Legislativos 01 de 2001 y
04 de 2007, enmarcados en la Ley 715 de 2001, aún vigente.

En el cuadro comparativo que se presenta en el Anexo 1, se relaciona el articulado de los Actos
Legislativos y su evolución en el tiempo, para identificar los cambios introducidos por cada acto
modificatorio de los artículos 356 y 357. Estos ajustes realizados, que también se podrán ver en el
cuadro 1 de Transferencias de la Entidades Territoriales, trazan los cambios normativos siguiendo
las metas propuestas en cada reforma, la problemática que pretendía resolver y la posición asumida
con respecto a los sectores de Salud y Educación, principalmente.

El contexto del SGP se caracteriza por los ajustes que se han presentado ante los diferentes cambios
del comportamiento del PIB, el consecuente comportamiento del recaudo tributario y el
comportamiento de los Ingresos Corrientes Nacionales, que se han visto afectados por fenómenos
como la pandemia, el entorno macroeconómico y, actualmente, por la migración y la reactivación
económica gradual.
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Transferencia a las Entidades Territoriales – Principales cambios normativos

Fuente: Documentos de trabajo sobre Economía Regional. Contexto histórico y evolución del SGP en Colombia. Núm.
205 de julio 2014, por Jaime Bonet, Gerson Javier Pérez V. y Jhorland Ayal. Página 19.

VIII. JUSTIFICACIÓN DEL PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO

1. Contexto del problema

El Sistema General de Participaciones es el esquema mediante el cual se definen las transferencias
de la Nación a los territorios para la financiación de los servicios que estos tienen a cargo en
Educación, Salud, Agua Potable y Saneamiento Básico y otros sectores denominados de propósito
general. Inicialmente, para determinar las asignaciones a los territorios se adelantan los siguientes
pasos:

- 1° Definición del monto: Con la finalización del periodo de transición establecido en
el Acto Legislativo 04 de 2007, en la actualidad, el incremento anual del monto global
del SGP para ser distribuida en los territorios corresponde a “un porcentaje igual al
promedio de la variación porcentual que hayan tenido los Ingresos Corrientes de la
Nación durante los cuatro (4) años anteriores” (DNP, 2021, pág. 6).

- 2° Distribución de la bolsa entre los servicios que financia el sistema: El sistema
tiene dos componentes, el de asignaciones especiales y asignaciones sectoriales (DNP,
2021), y una vez definido el monto los recursos, estos se distribuyen de acuerdo con los
porcentajes que se presentan a continuación:

Ilustración 1: Esquema de Distribución del SGP

Fuente: Recomendaciones para la proyección y estimación de los recursos del Sistema General de
Participaciones vigencia 2022, página 6. (DNP, 2021)

- 3°Asignación de los recursos para los departamentos, municipios o distritos:
Finalmente, a partir del comportamiento de las variables contempladas en los criterios
de distribución definidos para cada componente, se determina la asignación
correspondiente a cada Entidad Territorial (DNP, 2021).

De esta distribución, es importante mencionar algunos elementos sobre las asignaciones sectoriales
de Educación y Salud, equivalentes al 83% del sistema, y respecto a la atención de la primera
infancia, como asignación adicional:

- Educación: Estos recursos podrán financiar entre otros: pagos para la planta docente y
administrativa, construcción de infraestructura, provisión de la canasta educativa y calidad. Y los
criterios de asignación en los territorios responden a las variables de: a) matrícula atendida en la
vigencia anterior, asignación por alumno y tipología educativa (Criterio: Población atendida), b)
variación de la matrícula oficial (Criterio: población por atender en condiciones de eficiencia), y c)
matrícula atendida en la vigencia anterior y reportada en el Sistema Integrado de Matrícula
(SIMAT), calidad y NBI (Criterio: equidad). Criterios técnicos que deberían ser revisados a la luz de
las nuevas dinámicas sociales y económicas de los territorios, ante su pérdida de capacidad
discriminatoria. A continuación, se presenta la evolución de los recursos asignados a este
componente:

Gráfico 1. Asignación al componente sectorial de educación 2002-2021, por categoría

Fuente: Sistema de información y consulta de distribuciones de recursos territoriales "SICODIS", Fecha
Reporte:  miércoles, 13 de julio de 2022

Sin embargo, pese a que estos recursos son la principal fuente de financiación para cubrir el gasto
en el servicio de educación pública de preescolar, básica y media, solo representan el 64% de las
asignaciones destinadas para este servicio en el año 2015 (Diaz, Moreno y Ruiz, 2017). De esta
forma, esta asignación es insuficiente para cubrir las necesidades del sector debido a la rigidez de
varios elementos técnicos y metodológicos del sistema, como, por ejemplo, el distanciamiento entre
las plantas viabilizadas por el Ministerio de Educación Nacional y las necesidades de los colegios
en los territorios para la implementación de lineamientos como lo es la jornada única o no
considerar los incrementos salariales derivados de los procesos de negociación de la Nación.
Situación que compromete el presupuesto territorial y la prestación del servicio ante las reducidas
fuentes de financiación alternativas.

De esta forma, los recursos del SGP son destinados principalmente para suplir los gastos de salarios
y prestaciones sociales del personal docente y administrativo vinculados a los servicios de

educación preescolar, básica y media, limitando el espacio fiscal para realizar inversiones en
infraestructura, conectividad o calidad. Por ejemplo, para el año 2015, los recursos del SGP se
distribuyeron de la siguiente manera: a) Gastos de personal el 56,3%, b) aportes patronales el
13,42%, y solamente en la construcción, ampliación y adecuación de infraestructura educativa el
3,1% (Fedesarrollo, 2017).

Así mismo, el desarrollo normativo del sector ha introducido nuevas funciones sin fuentes
suficientes (0,5% del sistema), como es el caso del Programa de Alimentación Escolar, el cual
presenta una baja participación de los recursos del sistema, apenas del 0,5% que se distribuye en los
municipios del país, y los territorios optan por a la financiación del programa con asignaciones de
otras fuentes o reducir la cobertura de este, reduciendo su impacto. Esta situación ya se ha
advertido, por parte del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, el cual señala que para el año
2013, ante la atomización de los recursos, se presentan bajas asignaciones como la del “Municipio
de Abriaquí Antioquia, que recibió $6 millones y la totalidad de los recursos asignados para las
entidades territoriales no certificadas en ese departamento apenas alcanzaban los $10 mil millones,
impidiendo garantizar la universalidad del programa y con ellos induciendo problemas de inequidad
entre los niños se benefician del programa y los que no” (MHCP, 2015, pág. 21)

Gráfico 2. Asignación al componente alimentación escolar 2002-2021

Nota: Cifras en MM, (2021=100)

Fuente: Sistema de información y consulta de distribuciones de recursos territoriales "SICODIS", Fecha
Reporte:  miércoles, 13 de julio de 2022

Salud: Estos recursos cubren los gastos asociados con: la afiliación de población vulnerable al
régimen subsidiado, la salud pública y subsidio a la oferta. Los criterios para la distribución de los
recursos en los territorios incluyen “la información poblacional y de pobreza con base en los
resultados del último censo realizado según lo certificado por el Departamento Administrativo
Nacional de Estadística (DANE), que para la vigencia actual corresponde al Censo Nacional de
Población y Vivienda (CNPV) 2018” (DNP, 2021, pág. 6). Sin embargo, debido a las implicaciones
en la estabilidad de las finanzas públicas de la incorporación de los resultados del Censo en la
actualidad se cuenta con un periodo de transición hasta el año 2022 establecido en el artículo 114 de
la Ley 2159 de 2021, con el fin de garantizar “como mínimo, el 80 % de lo asignado por concepto
de las once doceavas de la vigencia 2021” (DNP, 2021, pág. 6).



Página 14	 Jueves, 24 de noviembre de 2022	 Gaceta del Congreso  1502

Gráfico 3 Asignación al componente sectorial de salud 2002-2021, por categoría

Nota: Cifras en MM, (2021=100)
Fuente: Sistema de información y consulta de distribuciones de recursos territoriales "SICODIS", Fecha

Reporte:  miércoles, 13 de julio de 2022

Para el año 2015, el SGP representó el 18% de las fuentes de financiación del Sistema General de
Seguridad en Social en Salud – SGSSS, la segunda más importante después del 46,2%
correspondiente a las cotizaciones (Diaz, Moreno, & Ruiz, 2017). Situación que recoge los cambios
en los recursos del SGP destinados al financiamiento de la UPC del régimen subsidiado
disminuyeron entre 2011 y 2013, como resultado del cambio de la metodología de asignación
aplicada por el Ministerio de Salud y Protección Social a partir del 2011, al pasar de la asignación
que se venía dando por cupos a afiliados efectivos. (Ley 1438 de 2011 y Decreto 971 de 2011), lo
que limitó los recursos para la atención de urgencias, conforme lo señalado por el artículo 67 de la
Ley 715 de 2001, estas atenciones siguen siendo obligatorias, pero deben ser pagadas con recursos
distintos a los del SGP. Lo cual también incluye la atención de urgencias de los migrantes
irregulares, que al ingresar al país no cuentan con una póliza de salud o no tengan capacidad de
pago de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 168 de la Ley 100 de 1993 y en concordancia con el
artículo 67 de la Ley 715 de 2001 y la Ley 1751 de 2015.

NOTA JURÍDICA ATENCIÓN A POBLACIÓN MIGRANTE

La población migrante ha venido creciendo en Colombia en los últimos años, al punto que, desde
distintas regiones y países del mundo, bien por razones políticas, sociales, económicas, artísticas o
científicas, según Migración Colombia, en los años 2019 y 2020, han ingresado al país 3.987.446
extranjeros de diferentes nacionalidades en 2019 y 1.000.560 en 2020, cifras que permiten hacer un
análisis comparativo entre las entradas de extranjeros, por nacionalidad, en el último año frente al
2019. Por ejemplo, en el caso de los nacionales venezolanos se registró una variación del -82,7%,
norteamericanos 67,4%, mexicanos 73,7%, entre otros. Estas cifras, junto a las históricas, permiten
concluir que el flujo de extranjeros en Colombia es constante y gran parte de ellos ha decidido
radicarse en Colombia que, como país receptor debe establecer en el ordenamiento jurídico, los

derechos y garantías universales para migrantes. Es así como en el caso de los migrantes
venezolanos, el gobierno nacional, está en el deber constitucional de garantizar los derechos de esta
población, en atención a que, al tenor de lo establecido en el artículo primero de la Constitución,
Colombia es un Estado Social de Derecho fundado en el respeto por la dignidad humana, en el
trabajo y la solidaridad de las personas que integran la República y en la prevalencia del interés
general. Complementa lo anterior, el artículo 100 superior que da por sentado que los extranjeros
disfrutarán en Colombia de los mismos derechos civiles concedidos a los colombianos con ciertas
condiciones legales.

Es innegable que, para la población venezolana residente en Colombia, debe, adicionalmente,
tenerse presente lo dispuesto por el artículo 93 de la Constitución Política, relacionado con los
tratados y convenios internacionales ratificados por el Congreso, que reconocen derechos humanos
y que prohíben su limitación en estados de excepción y que prevalecen en el ordenamiento interno.
En tal sentido, hacen parte del Bloque de Constitucionalidad y, por lo tanto, gozan de preferente
rango constitucional. A ello se asocian el derecho al trabajo, a la educación y a la salud
establecidos en la ley 146 de 1994.

El gobierno colombiano no ha sido ajeno a ello y para el efecto, mediante el Decreto 216 de 2021 o
Estatuto Temporal de Protección para Migrantes Venezolanos Bajo Régimen de Protección
Temporal, dicta disposiciones en materia migratoria y reglamenta lo arriba enunciado para esta
población que se encuentra en territorio colombiano de manera regular o irregular.

Así las cosas, se fundamenta, a la luz del ordenamiento jurídico colombiano, la inclusión de esta
población en las todas las instancias territoriales que, al igual que los civiles colombianos pueden
ser atendidos con recursos territoriales y, por ende, con los provenientes de la Nación y del Sistema
General de Participaciones.

- Los recursos para primera infancia no hacen parte de las asignaciones contempladas de manera
directa en el sistema y solo son girados como adicionales y condicionados a un crecimiento real de
la economía, certificado por el DANE, superior al 4%. Planteamiento que no generó un flujo
constante y garantizado de recursos y que finalizó con el periodo de transición propuesto en el Acto
Legislativo 04 de 2007. Como lo muestra la siguiente gráfica, la asignación de recursos para
primera infancia durante la última década ha sido esporádica y de baja participación con respecto al
total de los recursos del SGP.

Gráfico 4. Proporción asignación primera infancia con respecto al SGP

Fuente: Sistema de información y consulta de distribuciones de recursos territoriales "SICODIS", Fecha
Reporte:  miércoles, 13 de julio de 2022

Sin embargo, pese a esta situación, con la expedición de la Ley 1804 de 2016 “por la cual se
establece la política de Estado para el Desarrollo Integral de la Primera Infancia de Cero a Siempre
y se dictan otras disposiciones”, los territorios se integran en el proceso de implementación de esta
política sin una fuente cierta y permanente que permita la adquisición de compromisos recurrentes
asociados con la ampliación de cobertura y servicios asociados a la atención.

Gráfico 5. Asignación primera infancia SGP

Fuente: Sistema de información y consulta de distribuciones de recursos territoriales "SICODIS", Fecha
Reporte:  miércoles, 13 de julio de 2022

Como se describe en la gráfica, se evidencia que los recursos provienen solamente cuando el
crecimiento del PIB supera un % específico, y los mismos se distribuyen para su uso óptimo en las
necesidades de la primera infancia, pero no son recursos recurrentes y no permiten generar una
política clara de atención de esta. Como ejemplo de esta situación, tomamos de referencia el Conpes
Social de 2015, y observamos que de los recursos allí asignados se distribuyeron para la atención
integral de la primera infancia del SGP por un valor de $171.328 millones, provenientes del
crecimiento económico superior al 4% en la vigencia 2013 (preliminar) y de las cifras definitivas de
crecimiento económico de 2011 y 2010 certificadas por el DANE; y donde se describe que en virtud
de lo establecido en el artículo 14º de la Ley 1176 de 2007, el Consejo Nacional de Política Social
determinó la orientación de los recursos del SGP para la atención integral de la primera infancia en
las siguientes líneas de inversión:

I. Mil primeros días de vida (gestación a 2 años).
a) Adecuación institucional para el fortalecimiento del acceso a los servicios de salud materno
infantil.
b) Promoción de la participación de las personas, familias y comunidades en el desarrollo integral
durante los mil primeros días de vida.
II. De 2 a 5 años.
Dotaciones pedagógicas para los hogares comunitarios en tránsito hacia las modalidades
comunitarias de atención integral.
III. Todos los grupos etarios
a) Ampliación, mantenimiento, reparación y dotación de los ámbitos culturales y espacios
recreativos accesibles y pertinentes para la primera infancia.
b) Cualificación y formación de talento humano que trabaja en el marco de la atención integral a la
primera infancia.
c) Terminación de obras inconclusas bajo criterios excepcionales.
Este puntual ejemplo, nos describe la situación actual de la distribución de los recursos y de la
dependencia de que los crecimientos sean superiores a un porcentaje, en este caso el 4%, para poder
contar con recursos y cubrir decisiones de política en el ámbito territorial, tanto como garantes de
los derechos de las niñas y los niños, como ejecutores de los recursos. Por lo anterior, es necesario
que se puedan contar con recursos en una bolsa independiente.
Como conclusión de los elementos anteriormente expuestos, es deseable que las bolsas de
educación y salud, y en general del SGP, crezcan de acuerdo con los compromisos que se financian
con ellas; y adicionalmente adoptar un sistema de incentivos eficaz para formular metas sectoriales.
Este crecimiento, necesario para garantizar la prestación del servicio, la inclusión permanente de la
atención a la primera infancia para el cabal cumplimiento de las funciones asignadas en este
servicio y para generar incentivos adecuados para el mejoramiento de la calidad, pone de manifiesto
la necesidad de modificar el acto legislativo 04 de 2007 y fortalecer y asegurar el crecimiento de las
partidas del sistema.

2.  Modificación propuesta a los artículos 356 y 357 de la Constitución.

Ante la necesidad de modernizar el SGP, para avanzar hacia una política social integral que mitigue
las desigualdades sociales y económicas existentes en los territorios, la presente propuesta de
modificación constitucional persigue dos objetivos, el primero, incorporar la atención a primera
infancia, como un compromiso histórico con las generaciones futuras. Y el segundo, modificar la
metodología de estimación de la asignación al SGP, por una que permita el establecimiento de una
partida presupuestal del sistema que contribuya con el reconocimiento de los costos reales de la
provisión de los servicios que contempla y que permita la inversión en acciones orientadas a
mejorar la calidad y eficiencia del gasto público. En este sentido, la presente sección describe las
propuestas de modificación de la Constitución Política de Colombia, en sus artículos 356 y 357 para
dar cumplimiento al mandato constitucional de asignación de los recursos fiscales suficientes para
atender las competencias descentralizadas.

-Inclusión del servicio de atención a la Primera Infancia en el artículo 356 de la Constitución
Política
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En el marco de las realizaciones reconocidas en el artículo 4 de la Ley 1804 de 2016, las cuales se
refieren a las “condiciones y estados que se materializan en la vida de cada niña y cada niño, y que
hacen posible su desarrollo Integral” a través de las acciones articuladas entre la Nación y los
territorios “encaminadas a asegurar que en cada uno de los entornos en los que transcurre la vida de
los niños y niñas, existan las condiciones humanas, sociales y materiales para garantizar la
promoción y potenciación de su desarrollo”, se hace necesario establecer una fuente financiera
cierta y permanente que permita la ampliación de cobertura y servicios asociados.

Con esto, se reconoce la importancia de fortalecer la incidencia de la acción pública durante los
primeros años de vida de las niñas y los niños, como etapa definitiva en su futuro, en términos del
desarrollo cerebral, salud física y emocional, felicidad, capacidad de aprendizaje e incluso los
ingresos de su etapa adulta. Los principios que orientan la política pública de primera infancia se
enmarcan en la perspectiva de derechos y de protección integral, establecidos en la Constitución
Política y en la Ley 1098 de 2006, y en el Sistema de Protección Social como el instrumento del
Estado para garantizar los derechos.

Adicionalmente, en documentos de referencia de expertos y en recomendaciones de la Unesco para
la Educación a 2030, en sus recomendaciones + Motivados por los importantes logros que hemos
conseguido en la ampliación del acceso a la educación en los últimos 15 años, velaremos por que se
proporcione educación primaria y secundaria de calidad, equitativa, gratuita y financiada con
fondos públicos, durante 12 años, de los cuales al menos nueve serán obligatorios, consiguiendo así
resultados de aprendizaje pertinentes. Alentamos también a que se imparta al menos un año de
enseñanza preescolar de calidad, gratuita y obligatoria y a que todos los niños tengan acceso a una
educación, atención y desarrollo de la primera infancia de calidad.

Nos comprometemos también a proporcionar oportunidades de educación y capacitación
significativas para el gran número de niños y adolescentes no escolarizados, que precisan medidas
inmediatas, sostenidas y específicas, a fin de velar por que todos los niños asistan a la escuela y
aprendan” .2

Los problemas que se han detectado desde la Ley 60 de 1993 y la misma constitución de 1991, han
sido relacionadas con la inequidad generada por la distribución de los recursos, la ineficiencia del
gasto, la poca inversión en calidad y los aumentos de los costos de la nómina; donde la política
social del país esté orientada a superar la pobreza, a dar reconocimiento a la niñez como sujeto de
derechos, a dar plena garantía de estos derechos y a disponer de los recursos suficientes para
implementar las condiciones necesarias para el desarrollo integral de la primera infancia. Es
evidente la necesidad de eliminar las barreras que limitan la autonomía y el bienestar; que la cultura,
las artes, la recreación y el deporte forman parte esencial en la construcción de tales capacidades;
que la salud como derecho habilitante debe priorizar la prevención y la atención en el hogar, que se
debe seguir mejorando los enfoques poblacionales, de género y diferenciales para que el conjunto
de políticas, servicios e inversiones sociales garanticen derechos y construyan autonomía y

2 Educación 2030: Declaración de Incheon y Marco de Acción para la realización del Objetivo de Desarrollo
Sostenible. 2016. https://unesdoc.unesco.org/ark:/48223/pf0000245656_spa

movilidad para las mujeres, niños, jóvenes, personas mayores, personas con discapacidad,
habitantes de la calle, grupos étnicos y migrantes; que la educación debe ser para toda la vida y de
calidad, que empieza con la paternidad responsable, con hijos amados y deseados, con formación
continua y pertinente a lo largo de la vida, con calidad y resultados de excelencia.

Invertir en la primera infancia, es garantizar el derecho a la formación integral para toda la
población, es una apuesta en que la educación pública estatal sea de máximo nivel de calidad,
pertinencia y relevancia, que aporta al desarrollo de cada región y su entorno, así como se
constituye en un beneficio para toda la sociedad, garantizando los derechos humanos y
contribuyendo en el mediano y largo plazo en elevar la productividad y crecimiento del país.

Se debe liderar la política de estado de primera infancia para asegurar los derechos fundamentales
de los niños por nacer hasta los 5 primeros años de vida, reforzando el trabajo con las familias y con
integración social; fortaleciendo la oferta en pre jardín en distintas modalidades; se debe mejorar la
infraestructura de los jardines infantiles para que sean espacios amigables con infraestructura
adecuada y dotación pertinente, independientemente del lugar y nivel socioeconómico. La idea es
trabajar sobre iniciativas que contribuyan al incremento de la inversión pública en la política social
para la niñez.

Una de las necesidades más evidentes en el enfoque en la primera infancia, es en los beneficios que
redundan en que cada uno de los municipios y departamentos del país puedan realizar inversión
pública orientada de manera más eficiente a la población, direccionada principalmente en mejorar la
infraestructura que permita cumplir las metas de salud y educación tanto del entorno familiar de los
0 a los 3 años, cómo la universalización del acceso a la educación preescolar para avanzar en el
cumplimiento de lo establecido en la Ley General de Educación y Primera Infancia.

Frente a lo anterior y como ya lo mencionamos en el capítulo anterior, relacionado con las bolsas de
educación y salud, y en general del SGP, es importante que los recursos crezcan de acuerdo con los
compromisos que se financian con ella, especialmente cuando se habla de la primera infancia,
donde se pretenden asegurar especialmente los recursos para la educación de la población de 0 a 3
años que no se encuentra cubierta en ninguna de las instancias ya previstas y que permitan
garantizar la prestación del servicio , dar cabal cumplimiento de las funciones asignadas en este
servicio y la generar incentivos adecuados para el mejoramiento de la calidad, como una inclusión
permanente de la atención a la primera infancia. Esto afianza la idea de que los recursos para la
primera infancia no pueden provenir de un residual de recursos de una bolsa, sino que, por el
contrario, debe dejarse de manifiesto tener un espacio en esta gran bolsa que permita garantizar una
educación inclusiva y de calidad que garantice su atención integral, como complemento a lo
actualmente ofrecido y que permita asegurar que todas las niñas y niños completen su educación
primaria y secundaria con formación integral de la mano de los maestros, las familias y las
comunidades.
En este sentido, la inclusión de este servicio del sistema, además de brindar una estabilidad en la
financiación de la atención a la primera infancia, fortalece los procesos de articulación, planeación
presupuestal y orientación a resultados de los actores involucrados.

-Modificación del artículo 357 de la Constitución Política frente a las variables macroeconómicas
para la determinación de recursos del SGP

La metodología de determinación de la asignación presupuestal del Sistema General de
Participaciones ha sido sujeto de tres modificaciones, posteriores a la transformación del Situado
Fiscal y participaciones municipales en Sistema. Con ello, se han incluido diferentes variables y
criterios como inflación o el ingreso corriente de la nación (INC) y/o puntos adicionales de
crecimiento para la definición de los recursos que serán distribuidos por componente en las
Entidades Territoriales. En la siguiente ilustración se relacionan la evolución histórica de los
criterios empleados y la normatividad asociada:

Ilustración 1: Evolución de los criterios de determinación de los recursos en el SGP

Fuente: Adaptación de Bonet, J., & Pérez, G. J. (2014).

Estos cambios metodológicos han derivado en fluctuaciones en las partidas destinadas a los
territorios introduciendo incertidumbre a las finanzas públicas territoriales y no han incluido
crecimientos generales importantes para ampliar la financiación de los servicios contemplados por
el sistema, como se mencionó previamente. Como se observa en el gráfico 7, entre el periodo previo
al año 2007, la participación de las transferencias llegó a máximos históricos del 40% de los ICN.
Sin embargo, con la expedición del Acto Legislativo 04 de 2007, la participación disminuye hasta el
año 2017.

Gráfico 6 Evolución del Sistema General de
Participaciones (SGP), 2002-2021

Gráfico 7 Porcentaje del SGP con respecto a los
ICN

Cifras MM
Fuente: Sistema de información y consulta de
distribuciones de recursos territoriales
"SICODIS", MFMP 2022

Fuente: Sistema de información y consulta de
distribuciones de recursos territoriales "SICODIS",
MFMP2022

Además de la inclusión del servicio de atención a la primera infancia al SGP, en la actualidad, una
vez finalizado el periodo de transición definido en el Acto legislativo 04 de 2007, la dinámica de
crecimiento de la bolsa de recursos del SGP pasa de basarse en la inflación más un porcentaje
adicional, a la variación promedio de los últimos cuatro años de los Ingresos Corrientes de la
Nación, estableciendo una dinámica procíclica del sistema. Este cambio en las variables ha derivado
en una asignación presupuestal que mantiene la desconexión entre el monto estimado y los costos
que financia, situación que profundiza las presiones fiscales en los territorios y que pueden
comprometer la prestación del servicio, ya sea en términos de calidad y/o cobertura.

Teniendo en cuenta lo anterior, la problemática del SGP se puede resumir de la siguiente manera:

a) Ausencia de coherencia entre el valor definido y los costos reales de los servicios que
financia.

b) Inexistencia de una participación permanente del servicio de atención a la primera infancia
c) Pérdida de poder discriminante de las variables incluidas como criterios técnicos o de

distribución para la asignación de las partidas presupuestales a los territorios.

Si bien, el cumplimiento de las funciones delegadas a los territorios debe ser respaldadas con las
asignaciones presupuestales suficientes, a través del proceso de descentralización se desarrollan
también bajo una inversión conjunta y concomitante Nación – Territorios. Es importante resaltar los
principios fundamentales que persigue el Sistema General de Participaciones asociado con la
contribución del sistema al fortalecimiento del acceso y la calidad de los servicios fundamentales
que se desarrollan en el marco del estado social de derecho. En este sentido, se hace relevante
realizar una revisión metodológica de las variables que actualmente definen la asignación de
recursos al sistema, con el fin de establecer criterios y variables macroeconómicas que responden a
la coyuntura económica y social que se enfrenta las finanzas públicas nacionales y territoriales.
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En este sentido la presente propuesta de modificación del artículo 357 de la Constitución Política
busca establecer:

1. Incorporar un crecimiento de los componentes anteriormente mencionados a través del
sistema.

2. Ampliar el espacio fiscal para implementar acciones de fortalecimiento territorial hacia
aspectos de calidad y modernización de los servicios abordados en el SGP.

3. Ampliar el espacio fiscal para incluir de coyunturas sociales como la atención de población
migrante y económicas como cambios es las estructuras de remuneración del personal
vinculado para la prestación de estos servicios.

4. Incorporar mayores recursos en el sistema para los territorios con el fin de dar
cumplimiento a la Ley de Educación y Ley de Primera infancia.

5. Necesidad de establecer el SGP como una fuente de financiación estable y bajo criterios
técnicos que propendan por la calidad, eficiencia y sostenibilidad financiera del servicio
prestado desde los territorios.

6. Equidad en el acceso de la población a los servicios que financia el sistema ante la
desigualdad en los ingresos de los territorios, que inciden en aspectos como cobertura y
calidad en la oferta local.

En este sentido a continuación se presenta un escenario que combina criterios para la base como
para los incrementos del sistema. Para el análisis se emplean los datos proyectados de los Ingresos
Corrientes de la Nación presentados en el Marco Fiscal de Mediano Plazo 2022 y las proyecciones
de inflación del Banco de la República:

Gráfico 8. Proyección de la asignación presupuestal para SGP propuesta vs situación actual
Situación Actual.

Incremento a partir del ICN incremento anual en un % igual al promedio de la variación porcentual que
hayan tenido los ingresos corrientes de la Nación durante los cuatro (4) años anteriores, incluido el
correspondiente al aforo del presupuesto en ejecución.

Escenario propuesto Proyección de asignación SGP criterio actual vs propuesta sin RT

Propuesta Base + Incremento real:

El monto del Sistema General de Participaciones, SGP, de los Departamentos, Distritos y Municipios
corresponderá para los años 2024, 2025 y 2026 el 26%, 28% y 30% respectivamente de los ingresos
corrientes de la Nación. Para los años 2027 y 2028 el incremento del monto es la tasa de inflación
causada, más una tasa de crecimiento real de 5%. En el año 2029 el incremento será igual a la tasa de
inflación causada, más una tasa de crecimiento real de 4%.
A partir de la vigencia 2030 el incremento del monto del SGP es igual a la tasa de inflación causada,
más una tasa de crecimiento real de 3,5%.

Fuente: Dirección de Estadísticas y Estudios Fiscales – Secretaría Distrital de Hacienda.

Este escenario propone la incorporación de un criterio de asignación que procura el crecimiento real
y sostenido a lo largo del tiempo de las transferencias y reduce la incertidumbre sobre esta fuente, a
la vez que permite la ampliación de un margen de recursos para la incorporación de las nuevas
responsabilidades delegadas a los territorios como la atención a la primera infancia.
La propuesta incorpora una asignación del SGP en dos tramos. El primero, propone para los años
2024, 2025 y 2026 una asignación fija del 26%, 28% y 30% respectivamente de los ingresos
corrientes de la Nación, y con ello permitir la participación de los territorios en los incrementos
esperados de los ICN derivados de un mayor recaudo e ingresos petroleros, entre otros, de acuerdo
con lo señalado en el Marco Fiscal de Mediano Plazo para 2022.
El segundo tramo, propone para los años 2027 y 2028 el incremento del monto es la tasa de
inflación causada, más una tasa de crecimiento real de 5%. En el año 2029 el incremento será igual
a la tasa de inflación causada, más una tasa de crecimiento real de 4% y a partir de la vigencia 2030
el incremento del monto del SGP es igual a la tasa de inflación causada, más una tasa de

crecimiento real de 3,5%. Lo cual permitiría, reducir: a) el riesgo de financiación derivado de
posibles fluctuaciones del ingreso, y así facilitar la estructuración de proyectos e inversiones con
una visión de largo plazo y b) la incertidumbre fiscal, principalmente en periodos de recesión
económica al mantener un nivel de gasto público estable que opera como elemento contra cíclico.
Finalmente es importante mencionar dos elementos que deberían acompañar esta transformación de
los presupuestos territoriales. El primero, a la luz de la ampliación del espacio fiscal en los
territorios, se hace necesario fortalecer las capacidades técnicas y de gestión ante este incremento en
los recursos, con el fin de que la ejecución de las transferencias se enmarque en procesos de gasto
bajo criterios de calidad, eficiencia y eficacia. El segundo, incentivar la generación de recursos
propios a través de instrumentos como el catastro multipropósito, entre otros, así como los recursos
de la Nación con el fin de no comprometer el cumplimiento de la regla fiscal.

3. Texto aprobado en segundo debate Cámara y explicación de sus modificaciones:

Texto aprobado en Plenaria Cámara y
propuesta para primer debate Comisión
Primera del Senado

Explicación

Sin modificación

Artículo 2°. El artículo 357 de la Constitución
Política quedará así:

El monto del Sistema General de
Participaciones, SGP, de los Departamentos,
Distritos y Municipios
corresponderá para los años 2024, 2025 y 2026
al 26%, 28% y 30% respectivamente de los
ingresos corrientes de la Nación.

Para los años 2027 y 2028 el incremento del
monto del Sistema General de Participaciones
(SGP) será igual a la tasa de inflación causada,
más una tasa de crecimiento real de 5%. En el
año 2029 el incremento será igual a la tasa de
inflación causada, más una tasa de crecimiento
real de 4%. A partir de la vigencia 2030 el
incremento será igual a la tasa de inflación
causada, más una tasa de crecimiento real de
3,5%.

Para efectos del cálculo de la variación de
los ingresos corrientes de la Nación a que se
refiere el inciso anterior, estarán excluidos
los tributos que se arbitren por medidas de

Se agregan un inciso al artículo 357 para que
del cálculo de la variación de los ingresos
corrientes de la Nación estén excluidos los
tributos que se arbitren por medidas de estado
de excepción salvo que el Congreso, durante el
año siguiente, les otorgue el carácter
permanente. Se agrega en el sexto inciso el
criterio de atención de la primera infancia entre
los 0 y los 5 años.

Se agregan un parágrafo que busca que el
gobierno reglamente dentro de los seis meses
siguientes a la expedición del acto legislativo,
el monto, incremento y la destinación del
Sistema General de Participaciones (SGP)
correspondiente a resguardos indígenas, y otro
paragráfo para que el Gobierno definia
criterios y transiciones en la aplicación de los
resultados del último censo realizado, con el
propósito de evitar los efectos negativos
derivados de las variaciones de los datos
censales en la distribución del Sistema General
de Participaciones. El Sistema orientará los
recursos necesarios para que, de ninguna
manera, se disminuyan, por razón de la

estado de excepción salvo que el Congreso,
durante el año siguiente, les otorgue el
carácter permanente.

El diecisiete por ciento (17%) de los recursos
de Propósito General del Sistema General de
Participaciones, será distribuido entre los
municipios con población inferior a 25.000
habitantes. Estos recursos se destinarán
exclusivamente para inversión, conforme a las
competencias asignadas por la ley. Estos
recursos se distribuirán con base en los mismos
criterios de población y pobreza definidos por
la ley para la Participación de Propósito
General.

Los municipios clasificados en las categorías
cuarta, quinta y sexta, de conformidad con las
normas vigentes, podrán destinar libremente,
para inversión y otros gastos inherentes al
funcionamiento de la administración
municipal, hasta un cuarenta y dos (45%) de
los recursos que perciban por concepto del
Sistema General de Participaciones de
Propósito General, exceptuando los recursos
que se distribuyan de acuerdo con el inciso
anterior.

Cuando una entidad territorial alcance
coberturas universales y cumpla con los
estándares de calidad establecidos por las
autoridades competentes, en los sectores de
educación, salud, atención de la primera
infancia entre los 0 y los 5 años y/o servicios
públicos domiciliarios de agua potable y
saneamiento básico, previa certificación de la
entidad nacional competente podrá destinar los
recursos excedentes a inversión en otros
sectores de su competencia.

Parágrafo Primero: El Gobierno Nacional,
reglamentará de conformidad con sus
funciones constitucionales y legales la

población, los recursos que reciben las
entidades territoriales y resguardos indígenas
actualmente. 
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distribución de los recursos para cada
componente en las asignaciones sectoriales y
especiales, priorizando la atención a la
primera infancia entre los 0 y 5 años dentro
de los seis (6) meses siguientes a la expedición
de la presente ley.

Parágrafo Segundo: El Gobierno Nacional
reglamentará, de conformidad con sus
funciones constitucionales y legales, dentro
de los seis (6) siguientes a la expedición del
presente acto legislativo, el monto,
incremento y la destinación del Sistema
General de Participaciones (SGP)
correspondiente a resguardos indígenas,
para lo cual respetará, acatará y
garantizará los derechos de que tratan los
artículos 1 y 7 de la Constitución Política de
1991, y el Convenio 169 de la OIT o Ley 21
de 1991, artículos 6 y 7.

Parágrafo Tercero: El Gobierno Nacional,
en un término de 6 meses siguientes a la
expedición del presente acto legislativo,
definirá unos criterios y transiciones en la
aplicación de los resultados del último censo
realizado, con el propósito de evitar los
efectos negativos derivados de las
variaciones de los datos censales en la
distribución del Sistema General de
Participaciones. El Sistema orientará los
recursos necesarios para que, de ninguna
manera, se disminuyan, por razón de la
población, los recursos que reciben las
entidades territoriales y resguardos
indígenas actualmente. 

Sin modificación

X. CONFLICTO DE INTERESES

El artículo 291 de la Ley 5ª de 1992 -Reglamento Interno del Congreso, modificado por el artículo
3° de la Ley 2003 de 2019, establece que: “el autor del proyecto y el ponente presentarán en el
cuerpo de la exposición de motivos un acápite que describa las circunstancias o eventos que

podrían generar un conflicto de interés para la discusión y votación del proyecto, de acuerdo con el
artículo 286. Estos serán criterios guías para que los otros congresistas tomen una decisión en
torno a si se encuentran en una causal de impedimento, no obstante, otras causales que el
Congresista pueda encontrar”. A su turno, el artículo 286 de la norma en comento, modificado por
el artículo 1° de la Ley 2003 de 2019, define el conflicto de interés como la “situación donde la
discusión o votación de un proyecto de ley o acto legislativo o artículo, pueda resultar en un
beneficio particular, actual y directo a favor del congresista”.

De conformidad con lo anterior, tenemos que en esta iniciativa legislativa no se evidencia que el
ponente pueda incurrir en posibles conflictos de interés, toda vez que tampoco puede predicarse un
beneficio particular, actual y directo que les impida participar de la discusión y votación de este
proyecto.

Lo anterior, sin perjuicio del deber de los congresistas de examinar, en cada caso en concreto, la
existencia de posibles hechos generadores de conflictos de interés, en cuyo evento deberán
declararlos de conformidad con lo dispuesto en el inciso 1° del artículo 286 ibídem: “Todos los
congresistas deberán declarar los conflictos de intereses que pudieran surgir en ejercicio de sus
funciones”.

XI. PROPOSICIÓN

Con fundamento en las anteriores consideraciones, en cumplimiento con los requisitos establecidos
en la Ley 5 de 1992 presentamos ponencia positiva y solicitamos a los miembros de la Comisión
Primera del Senado dar primer debate conforme al texto aprobado por la Plenaria de la Cámara de
Representantes, al Proyecto de Acto Legislativo No. 037 de 2022 Senado, 117 de 2022 Cámara “Por
medio del cual se modifican los artículos 356 y 357 de la Constitución Política de Colombia”.

ARIEL ÁVILA
Senador de la República

INFORME DE PONENCIA AL PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO NÚMERO 38 DE 2022 
SENADO, 120 DE 2022 CÁMARA

por medio del cual se modifican los artículos 67, 68, 69 y 189 de la Constitución Política,  
y se crea la superintendencia de educación.

                    

Bogotá D.C, 24 de Noviembre de 2022

Doctor
Fabio Raúl Amín Saleme
Presidente de la Comisión Primera
Senado de la República

Ref: Informe de ponencia Proyecto de Acto Legislativo No. 
038 de 2022 Senado – 120 de 2022 Cámara. “Por medio del 
cual se modifican los artículos 67, 68, 69 y 189 de la 
Constitución Política, y se crea la Superintendencia de 
Educación”.

En cumplimiento de la designación que me hizo la Mesa Directiva de la Comisión 
Primera, mediante el Acta MD-20 , me permito rendir informe de ponencia para 
primer debate al Proyecto de Acto Legislativo de la referencia.

Cordialmente,

_________________________

ALFREDO DELUQUE ZULETA  
Senador de la República
Ponente Único

TRÁMITE DEL PROYECTO

Origen: Congresional

Autor: HH.SS: Norma Hurtado Sanchez, Juan Felipe Lemos 
Uribe, Alejandro Vega Perez. –

HH.RR: Jorge Tamayo Marulanda, Jose Eliecer Salazar 
Lopez, Victor Manuel Salcedo Guerrero, Teresa de 
Jesus Enriquez, Alexander Guarin Silva, Diego 
Fernando Caicedo Navas, Milene Jarava Diaz, Ana 
Paola Garcia Soto, Hernando Guida Ponce, Julian 
Peinado Ramirez, Dolcey Torres Romero, Jorge Mendez 
Hernandez, Oscar Hernan Sanchez Leon, Wilmer 
Ramiro Carrillo Mendoza, Ana Monsalve Alvarez, Julian 
David Lopez Tenorio, Camilo Avila Morales, Luis David 
Suarez, Marelen Castillo Torres, Hernando Gonzalez, 
Luis Alban Urbano, Jairo Cristo Correa

Proyecto Original: Gaceta N° N° 951/2022

Trámite en Cámara: El día veinte (20) de octubre de 2022 fue discutido en 
primer debate la iniciativa de Acto Legislativo número 
120 de 2022 Cámara “Por medio del cual se modifican 
los artículos 67, 68, 69 y 189 de la Constitución Política, 
y se crea la Superintendencia de Educación”; 
aprobándose la misma con modificaciones.

Para Segundo Debate en la Cámara de Representantes 
fue designado como ponente único del presenta acto 
legislativo el Representante a la Cámara Jorge Eliécer 
Tamayo Marulanda; el cual fue discutido y aprobado por 
la Plenaria de la Cámara de Representantes el pasado 
nueve (9) de noviembre de 2022.
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OBJETO DEL PROYECTO 

El presente Proyecto de Acto Legislativo tiene como objeto modificar los artículos 
67, 68, 69 y 189 de la Constitución Política, con la intención de crear la 
Superintendencia de Educación, la cual, inspeccione, vigile y controle la educación 
que se brinda a niños. niñas, jóvenes, adolescentes y a todas las personas que 
reciben este servicio en Colombia.

La inspección, regulación, fiscalización, vigilancia y el control en el sector de la 
educación es de suma importancia para una sociedad. El cumplimiento de la misión 
de educar, se logra con una adecuada inspección, regulación, fiscalización, 
vigilancia y control mejoran los procesos, la calidad, su pertinencia, las condiciones 
en las que se realiza, el cumplimiento de la ley y el buen funcionamiento del sistema 
educativo en el marco de los principios rectores constitucionales y legales. La 
ausencia de un sistema de inspección, vigilancia y control desgasta el sistema 
educativo, debido a que su ausencia, genera distorsiones y la toma de decesiones 
arbitrarias que pueden suceder en cualquier época, tiempo, y lugar.

Inspeccionar, Vigilar y Controlar son acciones administrativas esenciales, en la 
protección del desafío de impartir educación a las nuevas generaciones, razón por 
la cual, es pilar superior de quienes por Ley y dedicación asumen la tarea de 
optimizar el sistema educativo del país.

ANTECEDENTES DEL PROYECTO

Desde hace más de un siglo y hasta antes de la expedición de la Ley General de 
Educación (Ley 115 de 1994), la Inspección, Vigilancia y Control del servicio público 
educativo estuvo bajo la responsabilidad de los supervisores escolares, quienes 
llegaban a estos cargos sin participar en un concurso de méritos. En su ejercicio, 
estos profesionales no eran vigilados, no los regulaba un periodo de prueba y menos 
aún se les aplicaba una evaluación de desempeño. En general, las funciones del 
cargo estaban supeditadas a los lineamientos de los secretarios de Educación y los 
lineamientos de los Planes de Desarrollo Territorial. La ausencia de funciones 
precisas obedecía a las limitaciones de las políticas públicas en el sector.

Ley General de Educación, y su regulación 

En el año 1994, con la expedición de la Ley 115 General de Educación, se dotó al 
país de un mecanismo para controlar el sistema educativo, con el fin de ponerlo a 
salvo de las distorsiones u acciones arbitrarias. Una vez sancionada la Ley General 
de Educación, se logró expedir el Decreto 907 del 23 de mayo de 1996, se 

establecieron unas reglas más claras, aunque insuficientes, en materia de 
Inspección y Vigilancia.

El artículo 2 del Decreto 907 de 1996, señala el ámbito de aplicación en los 
siguientes términos:

“La inspección y vigilancia se ejercerá en relación con la prestación del servicio 
público educativo formal y no formal y con las modalidades de atención 
educativa a poblaciones a que se refiere el Título III de la Ley 115 de 1994, 
que se preste en instituciones educativas del Estado o en establecimientos 
educativos fundados por particulares.

La inspección y vigilancia también se ejercerá en lo pertinente, sobre el 
servicio educativo informal que se ofrezca en desarrollo de los artículos 43 a 
45 de la Ley 115 de 1994, sin perjuicio de las competencias que la ley haya 
asignado a otras autoridades”. 

Así mismo, el artículo 3 del Decreto da cuenta del objeto en los siguientes términos: 

“La inspección y vigilancia del servicio público educativo estará orientada a 
velar por el cumplimiento de los mandatos constitucionales sobre educación y 
de los fines y objetivos generales de la educación establecidos en la Ley 115 
de 1994, a procurar y exigir el cumplimiento de las leyes, normas 
reglamentarias y demás actos administrativos sobre el servicio público 
educativo, a brindar asesoría pedagógica y administrativa para el 
mejoramiento de las instituciones que lo presten y, en general, a propender 
por el cumplimiento de las medidas que garanticen el acceso y la permanencia 
de los educandos en el servicio educativo y las mejores condiciones para su 
formación integral”. 

Este Decreto estableció que los aspirantes al cargo de Supervisor de Educación 
debían surtir el proceso de un concurso de méritos y cumplir los requisitos que allí 
se establecen Capit.5, arts.: 23 a 27. 

En el año 2002, se expide el Decreto 1283 de junio 12 de 2002, norma por medio 
de la cual se organiza el sistema de Inspección y vigilancia para la educación 
preescolar, básica y media y recoge el espíritu del Decreto 907 de 1996. Es decir, 
con el Decreto 1283 el Estado fijó las reglas de juego del Sistema Nacional de 
Inspección y vigilancia en cabeza del presidente de la República quien delegará en 
el Ministerio de Educación Nacional y, éste a su vez, en los entes territoriales. 

El sistema de inspección, vigilancia y control en su conjunto produce una 
controversial condición, pues el presidente tiene las siguientes competencias: a). 
Definir, diseñar, reglamentar y mantener un Sistema de Información del sector 
educativo; b) Evaluar la gestión financiera, técnica y administrativa del sector 
educativo en las entidades territoriales y el impacto en la sociedad; c) Vigilar el 
cumplimento de las políticas nacionales y las normas del sector educativo en las 
entidades territoriales; d) Definir y establecer las reglas y mecanismos generales 
para la evaluación anual del personal docente y directivo docente; e) Aplicar a las 
entidades territoriales, a las instituciones educativas oficiales y privadas y a los 
funcionarios vinculados al servicio educativo estatal, cuando encuentre mérito para 
ello, los correctivos y las sanciones a que se refiere este decreto, previa observancia 
del debido proceso. f) Adoptar las acciones administrativas necesarias; (Cap. II, Art. 
5). 

Las competencias del presidente, las funciones del Ministerio de Educación 
Nacional y de los entes territoriales, por ejemplo, se constituyen en juez y parte lo 
que propicia menor objetividad. En otros términos, la función supervisora de los 
servicios educativos en Colombia se ha confiado a las entidades territoriales 
certificadas, para el caso de los niveles de educación preescolar, básica y media y 
la educación para el trabajo y el desarrollo humano; para la educación superior la 
función se ha ejercido por el Ministerio de Educación Nacional , entidad que expide 
los lineamientos de la política para el sector y, que a su vez, ejerce la función de 
supervisar y evaluar la prestación del servicio educativo.

Inspección y Vigilancia en la Educación Superior

En cuanto a la educación superior, sólo hasta el 2014 se promulgo la Ley 1740: “Por 
la cual se desarrolla parcialmente el artículo 67 y los numerales 21, 22 y 26 del 
artículo 189 de la Constitución Política, se regula la inspección y vigilancia de la 
educación superior, se modifica parcialmente la Ley 30 de 1992 y se dictan otras 
disposiciones". La cual tenía como finalidad establecer normas de la inspección y 
vigilancia en la educación superior de Colombia, que permitieran velar por la calidad 
de este servicio público, su continuidad, la mejor formación moral, intelectual y física 
de los educandos, el cumplimiento de sus objetivos, el adecuado cubrimiento del 
servicio, debido a que es necesario que en las instituciones de educación superior, 
sus rentas se conserven y se apliquen debidamente, para garantizar la autonomía 
universitaria constitucionalmente establecida” y que incluyó en su artículo 23 la 
intencionalidad de la creación de la superintendencia de educación. 

El artículo 23 de la misma Ley 1740 establecía lo siguiente: 

“ARTÍCULO 23: TRÁMITES PARA SUPERINTENDENCIA DE EDUCACION. 
Durante el año siguiente a la entrada en vigencia de la presente ley, el gobierno 
nacional, deberá presentar al Congreso de la República un proyecto de ley 
mediante el cual se cree la Superintendencia de Educación. Las normas que 
reglamenten la creación y el funcionamiento de la Superintendencia de la 
educación, quien tendrá la finalidad de garantizar el derecho a la educación, 
los fines constitucionales y legales de la educación, la autonomía universitaria, 
los derechos de los diferentes grupos de la comunidad académica, la calidad, 
eficiencia y continuidad en la prestación del servicio educativo.” (Artículo 
declarado Inexequible bajo sentencia C-031 de 2017)

INFORMACIÓN DEL SECTOR EDUCATIVO EN COLOMBIA

Según los datos reportados por el Ministerio de Educación Nacional, la matrícula 
privada en Colombia “es atendida por 11.264 establecimientos educativos, incluidas 
instituciones educativas que ofrecen al menos un grado de preescolar y los nueve 
grados de educación básica, centros educativos y jardines infantiles. Dentro de este 
número de establecimientos, más del 1% tiene pendiente la aprobación oficial para 
su funcionamiento”. (Estadísticas Ministerio de Educación Nacional, 2021).

Pese a existir un mandato constitucional, la Ley 715 de 2001 en su artículo 15 
consagró la “Destinación. Los recursos de la participación para educación del 
Sistema General de Participaciones se destinarán a financiar la prestación del 
servicio educativo atendiendo los estándares técnicos y administrativos, en las 
siguientes actividades: 15.1. Pago del personal docente y administrativo de las 
instituciones educativas públicas, las contribuciones inherentes a la nómina y sus 
prestaciones sociales”.

De acuerdo con lo estipulado en el artículo anterior, la financiación para el 
reconocimiento de los salarios y prestaciones de ley para los supervisores deja de 
existir en el rubro de “Prestación del servicio”. Significa esto, que una función tan 
importante, como es la de la Inspección y Vigilancia, a partir de la Ley 715 de 2001, 
en el cargo de supervisor quedará, a futuro, sin financiación, siendo que sólo se 
mantendrá en la nómina de directivos y docentes; y no a los actuales supervisores. 
Lo anterior muestra que no se ejercerá supervisión, vigilancia y control sobre las 
Instituciones educativas de preescolar, básica y media tanto oficiales como no 
oficiales; Instituciones de Educación para el Trabajo y el Desarrollo Humano, las 
cuales son en un alto porcentaje ofrecidas por el sector privado y, desde luego, los 
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parámetros de Calidad quedarán a merced de la voluntad de las Instituciones 
Educativas ocasionando distorsiones y arbitrariedades en el servicio.

El IETH o Educación para el Trabajo y el Desarrollo Humano hace parte del servicio 
público educativo, y debe ser ofrecido con el objeto de complementar, actualizar, 
suplir conocimientos y formar, en aspectos académicos o laborales, que conduzcan 
a la obtención de certificados de aptitud ocupacional. Es imperioso incluir el número 
de Instituciones Educativas Privadas, oficiales en todo el país, para el trabajo y el 
desarrollo humano.

La Federación Nacional de Departamentos en un documento de abril de 2022 
elaborado, en la página 53 del ítem de educación, mencionó: 

“En 2016, el MEN realizó una encuesta a las entidades territoriales certificadas 
en educación para conocer el diagnóstico del macro proceso de inspección y 
vigilancia; según las entidades encuestadas el 65,4% de los secretarios 
de educación son los responsables de ejercer la inspección y vigilancia 
en su jurisdicción, otros permiten que la subsecretaría, una dirección, una 
oficina y otra se encarguen de estas funciones. Sin embargo, el 69% de los 
encuestados manifestó que no tienen algún tipo de división territorial 

para ejercer esta función, con lo cual se dificulta la cobertura de toda su 
jurisdicción para el ejercicio de estas funciones” (Subrayado y negrilla 
fuera de texto).

A pesar de que en la Ley 1740 de 2014, se aprobó por parte del legislativo la 
necesidad de crear la Superintendencia de educación, la Corte Constitucional a 
través de la sentencia C-031 de 2017, declaró la inexequibilidad del artículo 23 de 
la ley al no haber sido iniciativa del Gobierno Nacional; sino por parte del Legislativo, 
a pesar de contar con el aval del Gobierno Nacional, tal cómo se puede observar en 
algunos de los considerandos de la Corte en la sentencia, la cual, manifiesta: 

(…) 

“Sin embargo, desde la discusión y deliberación en comisiones conjuntas, se 
planteó la necesidad de crear una Superintendencia de Educación. Con 
tal propósito, en primer lugar, se hizo referencia a la importancia de 
contar con un organismo técnico y especializado dotado de servidores 
de altísimo nivel, alejado de cualquier injerencia de los distintos sectores 
políticos. Y, en segundo lugar, se expuso que la efectividad de las 
funciones de inspección y vigilancia depende de la existencia de una 
institución independiente frente al Ministerio, sobre todo cuando el 
control recae respecto de universidades públicas, en las que dicha 
cartera hace parte de los órganos de dirección.

(…) 

Ante esta circunstancia, el debate sobre la creación de la 
Superintendencia de Educación se retomó en las Plenarias de Cámara y 
Senado, en dicho orden, en donde se presentó una proposición con el 
texto que corresponde al actual artículo 23 de la Ley 1740 de 2014, objeto 
de acusación. Precisamente, en la Cámara de Representantes, en sesión 
del 15 de diciembre de 2014, fue inicialmente aprobada la citada 
disposición, en cuyo debate se destacó que se trató de un texto 
concertado con el Ministerio de Educación Nacional y frente al cual la 
Ministra de aquél entonces otorgó su aval. Esta misma norma se replicó 
en el Senado de la República, en sesión del día 16 del mes y año en cita, 
en el que se decidió acoger el texto que finalmente había sido adoptado 
en la Cámara de Representantes.

Dentro de la explicación que se brinda en ambas cámaras frente al 
artículo en mención, se destaca que se trata de una disposición de
aplicación mediata, por virtud de la cual se otorga un plazo perentorio al 
Gobierno Nacional, sin que se concedan facultades extraordinarias, para 
que éste concurra ante el Congreso de la República mediante la 
presentación de una iniciativa legislativa, previamente discutida con los 
distintos actores del sector de la educación, en la que se defina el rol y 
el alcance de las facultades de la citada Superintendencia, con el fin de 
que ella asuma las potestades sancionatorias y de vigilancia especial que 
en la actualidad se encuentran a cargo del Ministerio de Educación 
Nacional. De esta manera, a juicio de los congresistas, se pretendía 
superar las dificultades previamente mencionadas respecto de la 
independencia y especialidad que se requiere en el órgano de control.”
(Subrayado y negrillas fuera de texto).

El concepto de “autonomía universitaria”, se ha presentado, en el espíritu de 
algunas comunidades académicas, de diversa forma y, en general, para ciertas 
Instituciones de Educación Superior su aplicación desconoce los principios de: 
responsabilidad, autorregulación y privilegio del bien social. 

Las formas distorsionadas de entender y aplicar la autonomía, concepto regulador 
del subsistema, ocasiona desarticulaciones en los fines del servicio afectando, e
incluso en el derecho a la educación. A esto se une la multiplicidad de procesos y 
procedimientos académicos y administrativos en las Instituciones de Educación 
Superior (IES) muchas veces sin reglas claras de calidad. Estos dos elementos 
hacen del ejercicio de la función de Inspección, Vigilancia y Control un 
procedimiento muy complejo. Ahora bien, para el logro de los objetivos, el sistema 
requiere de un talento humano calificado, con continuidad en su gestión y recursos 
tecnológicos de apoyo asunto que en muchísimos casos no corresponde ya sea por 
las formas de contratación o bien por las limitaciones en el número de profesionales 
requeridos para tal función.

Ahora bien, en cuanto al alcance de la autonomía universitaria la Corte 
Constitucional en la Sentencia C-547 de 1994 preciso: 

“La autonomía universitaria se concreta entonces en la libertad académica, 
administrativa y económica de las instituciones de educación superior. En 
ejercicio de esta, las universidades tienen el derecho a darse y modificar sus 
estatutos, designar sus autoridades académicas y administrativas, crear, 
organizar y desarrollar programas académicos, definir y organizar sus labores 

formativas, académicas, docentes, científicas y culturales, otorgar los títulos 
correspondientes, seleccionar a sus profesores, admitir a sus alumnos, 
adoptar sus correspondientes regímenes y establecer, arbitrar y aplicar sus 
recursos para el cumplimiento de su misión social y de su función institucional. 
Haciendo un análisis de las normas constitucionales que rigen este punto, se 
concluye que la autonomía universitaria no es absoluta, puesto que 
corresponde al estado regular y ejercer la suprema inspección y vigilancia de 
la educación con el fin de velar por su calidad, por el cumplimiento de sus fines 
y por la mejor formación moral, intelectual y física de los educandos; y a la ley 
establecer las condiciones requeridas para la creación y gestión de los centros 
educativos, y dictar las disposiciones con arreglo a las cuales las 
universidades pueden darse sus directivas y regirse por sus estatutos”.

INSPECCIÓN Y VIGILANCIA EN LA EDUCACIÓN SUPERIOR

La Inspección y Vigilancia en la educación superior (Universidades, Instituciones 
Universitarias, Instituciones Tecnológicas e Instituciones Técnicas Profesionales), 
desde la promulgación de la Constitución del 1991 y antes de la misma, ha sido 
ejercida por una dependencia del Ministerio de Educación denominada 
“Subdirección de Inspección y Vigilancia”, que como se aprecia, ni siquiera tiene el 
alcance de una dirección, lo cual implica serias limitaciones en cuanto a talento 
humano, ocasionando que la operación en terreno sea bastante limitada o se ejerza 
a través de personal contratado por la modalidad de “prestación de servicios”.

Diversos doctrinantes han indicado que, el Estado puede y debe intervenir la 
educación superior en procura de calidad, eficiencia y equidad. “La autonomía es 
relativa en la medida en que se encuentra articulada, de una parte, a la naturaleza 
y exigencia de la producción intelectual y, a la dimensión ético social del mismo y 
de otra, a las implicaciones del servicio público que tiene de forma textual la 
Constitución Política de 1991 en su artículo 67. 
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Ese carácter de servicio público significa que si el estado no interviene podría 
producirse del mismo una cantidad no óptima ya sea de formación profesional, 
investigación formativa o básica, y de las labores de extensión. En tal sentido el 
Estado interviene en procura de la calidad, eficiencia y equidad del servicio que se 
presta. El fundamento de esta tesis, está en el hecho de considerar la educación 
como un derecho humano, que tiene una finalidad social en sí mismo, es decir, el 
desarrollo y crecimiento integral de la persona como miembro de una comunidad y 
como un todo (artículo 67 C.N.). En razón a ello el Estado, la sociedad y la familia 
son responsables de este postulado esencial, y de las condiciones en que se presta. 
Aquí radica la fuerza del interés social que implica el servicio educativo, 
independiente de la Institución que lo preste. Por estas razones el estado regula y 
ejerce la suprema inspección y vigilancia con el fin de velar por su calidad, por su 
pertinencia, por el cumplimiento de sus fines y por la mejor formación ética, moral, 
intelectual y física de los educandos”.

De acuerdo con los datos provenientes del Ministerio de Educación Nacional, en el 
periodo que va de 2015 al 2020 las Instituciones de Educación superior privadas 
han sido más sancionadas mientras que las oficiales lo han sido en menor 
proporción. A nivel de los directivos, el mayor número de sanciones tuvo lugar en el 
año 2017 con una amonestación y dos inhabilidades. La sanción más recurrente es 
la de la multa, siendo la de menor frecuencia, la cancelación de las personerías 
jurídicas. Esta información refleja múltiples problemas entre los cuales puede 
considerarse el mal uso de la autonomía universitaria la cual se traslada, al manejo 
de los recursos financieros, la prestación del servicio, la oferta de programas de 
formación sin los requisitos de ley, entre otros.

Actualmente, el Ministerio de Educación Nacional manifiesta que cuenta en la 
Subdirección de Inspección y Vigilancia con dieciocho (18) funcionarios1; pero 
dentro del “Manual Específico de Funciones y de Competencias Laborales para los 
empleos de la Planta de personal de Ministerio de Educación Nacional”, establecido 
en la Resolución N°023408 de 2020, sólo estipulan quince (15) cargos.

Ahora bien, desde la expedición de la Ley 1740 de 2014, según la respuesta emitida 
por el Ministerio de Educación Nacional se han recibido hasta el 12 de julio de 
2022, un total de 97.051 derechos de petición, los cuales se relacionan a 
continuación.

1 Respuesta a Derecho de Petición. Radicado MEN 2022-ER-312827

CONCEPTOS ALLEGADOS

El Ministerio de Ciencia y Tecnología emitió concepto en donde manifestó lo 
siguiente:

“Revisado el proyecto de Ley citado en el asunto de la presente comunicación y, 
una vez consultado por esta Oficina a las dependencias del Ministerio, la 
Dirección de Ciencias, Despacho del Ministro nos permitimos informarle que el 
proyecto objeto de estudio es viable para esta cartera conforme a lo que expuso 
el Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación.”

Adicionalmente, realizó una serie de recomendaciones al articulado, las cuales ya 
fueron subsanadas parcialmente en el texto aprobado en la Cámara de 
Representantes.

COMENTARIOS DEL PONENTE

Para nadie es un secreto las falencias en el Sistema actual de inspección vigilancia 
y control en todos los niveles y formas educativos; nos ha traído un retraso en el 
avance de la calidad y pertinencia en la educación que reciben nuestros educandos. 
A diario, aparecen noticias con relación a problemáticas y escándalos en los 
programas de alimentación escolar, en los contratos de infraestructura educativa, 
en la mala disposición, administración y la pérdida de recursos destinados a la 
educación, a la violación y vulneración de los derechos de los alumnos, docentes y 
representantes de los estamentos y miembros de las comunidades educativas, en 
la falta de conectividad en las diferentes instituciones educativas en las zonas 
rurales y más apartadas del país y con la pérdida de la acreditación en Alta Calidad 
de algunas Universidades del país; y todo esto se debe a la débil o falta de 
inspección, vigilancia y control por parte del Estado.

Como se ha mencionado a través de éste proyecto, el Estado Colombiano es un 
estado reactivo a las diferentes problemáticas planteadas, como pasó cuando se 
expidió la Ley 1740 de 2014 con el fin de poder intervenir a las Universidades y 
garantizar la prestación y continuidad del servicio educativo; este proyecto no es 
más que una respuesta a las necesidades actuales e imperiosas de tener un mayor 
control en todos los ámbitos del sector de una forma independiente a la entidad que 
genera las políticas y lineamientos de la educación en Colombia.

Es de recordar que ya existe una Superintendencia de rango Constitucional, como 
lo es la Superintendencia de Servicios Públicos establecida en el artículo 370 
superior; y la misma fue discutida en la Gaceta Constitucional N° 85; donde los 
ponentes de la Asamblea Nacional Constituyente2, analizaron más de veintisiete 
(27) iniciativas con relación a los servicios públicos, en donde manifestaron los 
siguiente:

“Aparece dentro de los objetivos sociales del Estado porque su incidencia en 
ese campo es evidente puesto que en la medida que los servicios públicos se 
presten a toda la población con regularidad, la calidad de vida de aquella se 
mejora y, con esta, se logra el bienestar general.

El interés para que la problemática de los servicios públicos se trate al más alto 
nivel normativo lo demuestra el gran número de propuestas presentadas en las 
mesas de trabajo y en las Comisiones Preparatorias reunidas en los meses 
previos a la instalación de la Asamblea, todas las cuales se tuvieron en cuenta 
en la subcomisión.

(…)

El primer artículo (Artículo 6°) que se refiere a los servicios públicos en general 
y en abstracto, contiene lo siguiente:

El primer inciso califica a los servicios públicos como parte de la soberanía del 
estado, diciendo que “son inherentes” a la finalidad social de aquel, es esta la 
parte más importante del articulado, pues considera este sector de la economía, 
íntimamente ligado a la responsabilidad del cuerpo social, obligando al estado 
a asegurar la prestación eficiente de los servicios públicos a todos los habitantes 
del territorio nacional. El encabezamiento del articulado reconoce, entonces, la 
importancia sustantiva que han adquirido los servicios públicos como realidad y 
como entelequia constitucional.”

Dentro del debate inicial, se nos indicó que ésta iniciativa es inconstitucional, toda 
vez, que se estaría vulnerando los artículos 150 numeral 7 y 154 de la Constitución 
Política que establecen:

“ARTICULO 150. Corresponde al Congreso hacer las leyes. Por medio de ellas 
ejerce las siguientes funciones:

2 Carlos Lemos Simmonds, Rodrigo Lloreda Caicedo, Carlos Ossa Escobar, Oscar Hoyos Naranjo, Ignacio
Molina Giraldo y Antonio Yepes Parra.
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(…)

7. Determinar la estructura de la administración nacional y crear, suprimir o 
fusionar ministerios, departamentos administrativos, superintendencias, 
establecimientos públicos y otras entidades del orden nacional, señalando sus 
objetivos y estructura orgánica; reglamentar la creación y funcionamiento de las 
Corporaciones Autónomas Regionales dentro de un régimen de autonomía; así 
mismo, crear o autorizar la constitución de empresas industriales y comerciales 
del estado y sociedades de economía mixta.

(…)”

“ARTICULO 154. Las leyes pueden tener origen en cualquiera de las Cámaras a 
propuesta de sus respectivos miembros, del Gobierno Nacional, de las entidades 
señaladas en el artículo 156, o por iniciativa popular en los casos previstos en la 
Constitución.

No obstante, sólo podrán ser dictadas o reformadas por iniciativa del Gobierno 
las leyes a que se refieren los numerales 3, 7, 9, 11 y 22 y los literales a, b y e, 
del numeral 19 del artículo 150; las que ordenen participaciones en las rentas 
nacionales o transferencias de las mismas; las que autoricen aportes o 
suscripciones del Estado a empresas industriales o comerciales y las que 
decreten exenciones de impuestos, contribuciones o tasas nacionales.

Es de recordar, que esta restricción hace alusión a la creación, supresión o fusión 
de entidades de tipo legal y no de carácter constitucional como lo es nuestro caso, 
es decir qué; si la intención fuese de crear, suprimir o fusionar entidades por vía 
legal, esta iniciativa debería ser de origen gubernamental, ya que cómo lo indican 
los artículos superiores señalados es que dicha competencia es exclusiva del 
ejecutivo.

Adicionalmente, durante el desarrollo de la Asamblea Nacional Constituyente, en 
diversas ponencias se propuso reconocer la existencia de otras ramas del poder, 

distintas a las tradicionales, entre las cuales estarían la rama de control y la 
electoral.

Finalmente, se decidió continuar con el modelo tripartito de división de los poderes, 
pero admitiendo la existencia de otros órganos autónomos e independientes. Al 
respecto preceptúa el artículo 113 de la Carta:

“Artículo 113. Son ramas del Poder Público, la legislativa, la ejecutiva y la judicial.

Además de los órganos que las integran existen otros, autónomos e 
independientes, para el cumplimiento de las demás funciones del Estado. Los 
diferentes órganos del Estado tienen funciones separadas, pero colaboran 
armónicamente para la realización de sus fines”.

En consecuencia, en el Capítulo I del Título V de la Constitución, acerca de la 
estructura del Estado, se hace referencia ya no únicamente a los órganos de las 
ramas Ejecutiva, Legislativa y Judicial, sino también al Ministerio Público, a la 
Contraloría General de la Nación y a la Organización Electoral. Además, debe 
agregarse que en la Constitución también se le reconoce autonomía al Banco de la 
República y a la Comisión Nacional de Televisión.

Es así como el principio de separación de poderes instituido en nuestra Constitución 
Política, consiste en que ninguna de las Ramas del Poder Público está habilitada 
para superponerse sobre otra, de modo que le impida el ejercicio cabal de sus 
competencias, sin perjuicio de la colaboración que debe existir entre estas.

Ahora bien, la iniciativa aquí discutida es un Acto Legislativo que es uno de los tres 
mecanismos contemplados para reformar la Constitución Política, que, podrán ser 
presentados en los siguientes términos:

“ARTÍCULO 375. Podrán presentar proyectos de acto legislativo el Gobierno, 
DIEZ MIEMBROS DEL CONGRESO, el veinte por ciento de los concejales o de 
los diputados y los ciudadanos en un número equivalente al menos, al cinco por 
ciento del censo electoral vigente.

El trámite del proyecto tendrá lugar en dos períodos ordinarios y consecutivos. 
Aprobado en el primero de ellos por la mayoría de los asistentes, el proyecto será 
publicado por el Gobierno. En el segundo período la aprobación requerirá el voto 
de la mayoría de los miembros de cada Cámara.

En este segundo período sólo podrán debatirse iniciativas presentadas en el 
primero.” (Subraya fuera de texto)

De acuerdo con la Constitución Política, el Congreso de la República se encuentra 
facultado para presentar proyectos de Actos Legislativos que deriven en reforma 
Constitucional, para el efecto, deberán cumplir con los términos y plazos 
determinados en el artículo transcrito.

Es preciso señalar que dicha facultad no es absoluta, pues además de cumplir con 
los plazos y términos contenidos en el citado artículo 375 Constitucional, el artículo 
241 numeral 1 y el artículo 379 de la Constitución destacan que las reformas 
constitucionales podrán ser declaradas inexequibles; en ese sentido, se tiene que, 
con el fin de evitar un reformismo excesivo, la Corte Constitucional tiene la 
competencia para revisar los actos reformatorios por vicios en su formación, cuando 
estos sean demandados a través de la acción de inconstitucionalidad.

Al respecto la Corte Constitucional bajo la Sentencia C-294 de 20213 estableció lo 
siguiente:

"(…)

48.La Corte ha sido enfática en reiterar que el control constitucional de los actos 
legislativos no puede convertirse en un control normativo material, y por esa 
razón, el juicio de sustitución configura una metodología que limita también la 
competencia del juez constitucional. Lo anterior encuentra sustento en dos 
razones: «(i) toda reforma constitucional, por definición, contradice el 
texto que modifica, de modo que resultaría un contrasentido afirmar que 
el texto reformado tiene índole ultraactiva, para efectos del control de 
constitucionalidad; y (ii) tanto el texto reformado, comprendido como 
disposición, como la modificación tienen el mismo carácter de normas 
superiores, razón por la cual no es viable considerar que el primero sirva 
de parámetro para el control del segundo. Es decir, no existe una relación 
jerárquico-normativa entre el contenido de las distintas disposiciones 

3 MP Cristina Pardo Schlesinger

que hacen parte de la Constitución originalmente promulgada y el texto 
de la reforma constitucional».4

49. En igual sentido, la jurisprudencia ha establecido que existen al menos tres 
mecanismos a través de los cuales se restringe la competencia del juez 
constitucional ante el control de un acto reformatorio de la Constitución: «(a) 
la cualificación de la acción pública de inconstitucionalidad, (b) la necesidad 
de conservar la precisión conceptual sobre la materia y (c) la sujeción a una 
metodología particular para adelantar el juicio de sustitución».5

50. En síntesis, el poder de reforma que ejerce el Congreso de la República se 
encuentra sujeto a los procedimientos establecidos en la Constitución y la Ley. 
La competencia del órgano legislativo para expedir actos reformatorios de la 
Carta Política no es ilimitada puesto que existen elementos identitarios y 
definitorios de la Constitución que la someten a un escrutinio rigoroso. El juicio 
de sustitución se configura como una herramienta que le permite al juez 
constitucional revisar si el ejercicio del poder de reforma fue sobrepasado; pero 
a la vez, es una metodología de control constitucional que previene de realizar 
un juicio material del acto reformatorio.”

Ahora bien, según Diego Escallón fundador de la “Fundación Help para reducir la 
deserción en la educación” y profesor de la Universidad de los Andes en su artículo 
publicado por la Revista Voces y Silencios: Revista Latinoamericana de Educación6, 
de la Universidad de los Andes denominado “La Superintendencia de Educación y 
otras recomendaciones para mejorar la calidad de la educación en Colombia”; hace 
un recuento de los diferentes estudios académicos que establecen los beneficios de 
la inspección y vigilancia, como lo es tener una información más fiable y pertinente 
con el ánimo de estimular el mejoramiento de las instituciones de educación; 
también nos señala la dificultad que tiene la misma, al mencionar que en Nigeria se 
evidenciaba que los inspectores no visitaban las zonas rurales alejadas; algo que 
es muy similar en nuestro país.

4 Corte Constitucional, sentencia C-084 de 2016 (MP Luis Ernesto Vargas Silva; AV María Victoria
Calle Correa; AV Luis Guillermo Guerrero Pérez; AV Alejandro Linares Cantillo; AV Gabriel
Eduardo Mendoza Martelo; AV Gloria Stella Ortiz Delgado; SV Jorge Iván Palacio Palacio; AV
Jorge Ignacio Pretelt Chaljub; AV Alberto Rojas Ríos). Se cita como precedente la sentencia C-577
de 2014.
5 Corte Constitucional, sentencia C-288 de 2012 (MP Luis Ernesto Vargas Silva; AV Mauricio
González Cuervo; AV Nilson Pinilla Pinilla; SV Humberto Antonio Sierra Porto).
6 Volumen 9, N° 2, páginas 144-164
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De este estudio es importante traer a colación las conclusiones a las que llegó el 
señor Escallón, las cuales relaciono a continuación:

“Este documento evidencia la debilidad de la institucionalidad y la normatividad 
de inspección y vigilancia en la educación de Colombia, lo que genera que el 
Estado no cuente con una de las herramientas para responder a sus necesidades 
de mejorar la calidad y fortalecer un servicio que debe contribuir a reducir la 
desigualdad del país.

Mejorar la calidad de la educación en Colombia supone modificaciones, acciones 
y decisiones sistémicas, una revisión de todo el sistema educativo, y exige un 
Estado fuerte que vigile e inspeccione los estándares de política pública 
educativa y sancione a aquellos que no los cumplan. Por esto, se debe fortalecer 
la institucionalidad del sistema de inspección y vigilancia en todos sus niveles y 
unificar el régimen de manera clara, expresa y concisa, al igual que modificar su 
esquema organizacional.

La literatura y las experiencias internacionales han evidenciado los efectos 
positivos de estas acciones en la calidad de la educación y en el 
fortalecimiento de los sistemas educativos. La inspección y vigilancia debe 
ejercerse para evaluar y guiar a los establecimientos educativos, 
acompañada de medidas coercitivas para controlar los posibles 
incumplimientos, con miras a proteger a los estudiantes y a facilitar la labor 
de los padres de familia y de los jóvenes al elegir las instituciones educativas 
en las que van a estudiar.

Por esto, es necesario unificar el sistema normativo de inspección y vigilancia 
en la educación para promover las herramientas preventivas, la supervisión 
de los establecimientos educativos y crear una institucionalidad fuerte capaz 
de vigilar, inspeccionar y, cuando haya una mala prestación del servicio, 
sancionar a través de la Superintendencia de Educación de Colombia.

Estas medidas contribuirán a fortalecer el sistema, mejorar su calidad, y que 
el Ministerio y los entes territoriales puedan enfocarse en fomentar la 
educación, asistir técnicamente a las instituciones, y que haya un organismo 
independiente y autónomo para vigilar la educación. Así, el sistema educativo 
colombiano transitará hacia un modelo de instrucción diferenciada, en donde 
el Estado asume mayor capacidad y competencia sobre el sistema educativo 
para asegurar y vigilar su calidad. Todas estas medidas siempre dirigidas a 
una educación de calidad que rompa, en efecto, las brechas sociales 
existentes y que invariablemente tenga al estudiante como el centro de la 
política pública.”

La inspección, vigilancia y control del servicio público educativo en los niveles de 
Preescolar, Básica y Media y la Educación para el Trabajo y el Desarrollo Humano 
se hace por las entidades territoriales certificadas, y la inspección, vigilancia y 
control del servicio de educación superior lo hace el Ministerio de Educación 
Nacional conforme a la Ley 1740 de 2014. Es imperioso que el Ministerio de 
Educación Nacional no sea juez y parte, puesto que, por un lado, es quien define 
las políticas de educación y por el otro, es quien realiza el control a las normas que 
el mismo expide, ambigüedad que lo convierte en una sola institución que 
administra, dirige planea y controla, lo cual, es inconveniente para prestar un 
servicio óptimo. 

Actualmente en Colombia las entidades que hoy ejercen la inspección vigilancia y 
control del servicio educativo no cuentan con personal y equipos especializados 
suficientes que no permiten controlar toda la extensión territorial del país, 
ocasionando que la inspección, vigilancia y control que se realiza en las diferentes 
partes del país no cuente con los recursos ni con los profesionales del mismo nivel.

En definitiva, pese a la existencia de toda una normativa que regula la inspección y 
vigilancia, en el sector educativo, es importante resaltar que el Ministerio de 
Educación Nacional, y las Secretarias de Educación deben cumplir, al mismo 
tiempo, con las funciones de fomento, asesoría y el acompañamiento a las 
instituciones educativas, lo que ocasiona varias dificultades a la hora de ejercer la 
vigilancia, inspección y control en la práctica, a saber:

1. Las responsabilidades atribuidas al Ministerio de Educación al ser la autoridad 
que se encarga de definir las funciones de liderazgo estratégico y de asistencia 
técnica y a su vez las funciones de vigilancia conllevan a que esta autoridad al 
mismo tiempo sea juez y parte en la dirección y la supervisión del sistema de 
educación.

2. Deficiencia de recursos destinados para el ejercicio de supervisión que recae a 
su vez en la falta de personal para que ejerza las funciones de inspección y 
vigilancia en relación con el amplio universo de vigilados.

3. En lo que refiere la educación para el trabajo y el desarrollo humano no hay una 
unidad o una estructura administrativa en las secretarias de educación que 
ejerza la función.

La educación y su prestación es uno de los elementos que nos hace iguales, el 
conocimiento no tiene estratos, porque tan educado debe ser un joven de estrato 
uno (1) como el joven de estrato seis (6), solo se necesita vigilar, controlar e 

inspeccionar la calidad prestada en la educación, en la cual, el programa que recibe 
uno u otro estudiante sea de la mejor calidad y con pertinencia en todo el país. 

Adicionalmente, los estudiantes y padres de familia deben contar con una instancia 
técnica y especializada que los escuche, atienda sus reclamos y haga efectivos sus 
derechos ante los establecimientos educativos y las entidades territoriales y 
nacionales. No puede haber quejas o reclamos sin respuesta oportuna. El sector 
Educativo debe contar con el mejor procedimiento de inspección, vigilancia y 
control. 

Cómo se observa, las falencias en nuestro país son grandes; y no podemos decir 
que con sólo la Superintendencia de Educación se van a eliminar estas falencias; 
pero sí es un paso importante para mejorar en calidad y pertinencia para nuestros 
educandos como eje central de la política pública educativa.

Es preciso recordar la situación que se presentó en días pasados, con relación a la 
inconformidad por grupos de estudiantes al incremento de las matriculas en las 
Instituciones de Educación Superior, en donde vimos manifestaciones en las 
Universidades Javeriana y de los Andes; en donde en algunas facultades se 
declararon en asamblea permanente. Siendo estas situaciones casos puntuales en 
donde una Entidad como la Superintendencia podría a entrar a revisar las 
decisiones frente al incremento señalado y al incremente reamente avalado por el 
Ministerio de Educación Nacional.

Para concluir, se debe lograr la separación de la política pública de inspección, 
vigilancia y control de las políticas públicas que desarrollen la prestación del servicio 
público de educación en Colombia; para así lograr la integración, articulación y 
coordinación de toda la política pública de inspección, vigilancia y control del 
sistema educativo colombiano en sus diferentes niveles, formas y modalidades.

FUNDAMENTOS CONSTITUCIONALES Y LEGALES

FUNDAMENTO CONSTITUCIONAL
Constitución Política de 1991

“Artículo 67: La educación es un derecho de la persona y un servicio público 
que tiene una función social; con ella se busca el acceso al conocimiento, a la 
ciencia, a la técnica, y a los demás bienes y valores de la cultura.

La educación formará al colombiano en el respeto a los derechos humanos, a la 
paz y a la democracia; y en la práctica del trabajo y la recreación, para el 
mejoramiento cultural, científico, tecnológico y para la protección del ambiente.

El Estado, la sociedad y la familia son responsables de la educación, que será 
obligatoria entre los cinco y los quince años de edad y que comprenderá como 
mínimo, un año de preescolar y nueve de educación básica.

La educación será gratuita en las instituciones del Estado, sin perjuicio del cobro
de derechos académicos a quienes puedan sufragarlos. Corresponde al Estado 
regular y ejercer la suprema inspección y vigilancia de la educación con el fin de 
velar por su calidad, por el cumplimiento de sus fines y por la mejor formación 
moral, intelectual y física de los educandos; garantizar el adecuado cubrimiento 
del servicio y asegurar a los menores las condiciones necesarias para su acceso 
y permanencia en el sistema educativo.

La Nación y las entidades territoriales participarán en la dirección, financiación y 
administración de los servicios educativos estatales, en los términos que señalen 
la Constitución y la ley”.

“ARTÍCULO 114. Corresponde al Congreso de la República reformar la 
Constitución, hacer las leyes y ejercer control político sobre el gobierno y la 
administración.

El Congreso de la República, estará integrado por el Senado y la Cámara de 
Representantes.”

“ARTÍCULO 150. Corresponde al Congreso hacer las leyes. Por medio de ellas 
ejerce las siguientes funciones:

1. Interpretar, reformar y derogar las leyes. 
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2. Expedir códigos en todos los ramos de la legislación y reformar sus 
disposiciones. 

3. Aprobar el plan nacional de desarrollo y de inversiones públicas que hayan de 
emprenderse o continuarse, con la determinación de los recursos y apropiaciones 
que se autoricen para su ejecución, y las medidas necesarias para impulsar el 
cumplimiento de los mismos. 

4. Definir la división general del territorio con arreglo a lo previsto en esta 
Constitución, fijar las bases y condiciones para crear, eliminar, modificar o 
fusionar entidades territoriales y establecer sus competencias.

(…)”

“Articulo 374. La Constitución Política podrá ser reformada por el Congreso, por 
una Asamblea Constituyente o por el pueblo mediante referendo.”

“Articulo 375. Podrán presentar proyectos de acto legislativo el Gobierno, diez 
miembros del Congreso, el veinte por ciento de los concejales o de los diputados y 
los ciudadanos en un número equivalente al menos, al cinco por ciento del censo 
electoral vigente.

El trámite del proyecto tendrá lugar en dos períodos ordinarios y consecutivos. 
Aprobado en el primero de ellos por la mayoría de los asistentes, el proyecto será 
publicado por el Gobierno. En el segundo período la aprobación requerirá el voto de 
la mayoría de los miembros de cada Cámara.

En este segundo período sólo podrán debatirse iniciativas presentadas en el 
primero.”

FUNDAMENTO LEGAL

LEY 5 DE 1992. Por la cual se expide el Reglamento del Congreso

“ARTÍCULO  6°. Clases de funciones del Congreso. El Congreso de la 
República cumple:

(…)

2. Función legislativa, para elaborar, interpretar, reformar y derogar las leyes 
y códigos en todos los ramos de la legislación.

(…)”

ARTÍCULO 139. Presentación de proyectos. Los proyectos de ley podrán 
presentarse en la Secretaría General de las Cámaras o en sus plenarias.

ARTÍCULO 140. Iniciativa legislativa. Pueden presentar proyectos de ley: 

1. Los Senadores y Representantes a la Cámara individualmente y a través 
de las bancadas.

(…)”

“ARTÍCULO 222. Presentación de Proyectos. Los proyectos de acto 
legislativo podrán presentarse en la Secretaría General de las Cámaras o en 
sus plenarias.”

“ARTÍCULO 223. Iniciativa Constituyente. Pueden presentar proyectos de 
acto legislativo:

1. El Gobierno Nacional.

2. Diez (10) miembros del Congreso

3. Un número de ciudadanos igual o superior al cinco por ciento (5%) del 
censo electoral existente en la fecha respectiva.

4. Un veinte (20%) por ciento de los Concejales del país.

5. Un veinte (20%) por ciento de los Diputados del país.

Ley 3 de 1992. Por la cual se expiden normas sobre las comisiones del 
Congreso de Colombia y se dictan otras disposiciones. 

“ARTÍCULO 2º. Tanto en el Senado como en la Cámara de Representantes 
funcionarán Comisiones Constitucionales Permanentes, encargadas de dar 
primer debate a los proyectos de acto legislativo o de ley referente a los 
asuntos de su competencia.

Las Comisiones Constitucionales Permanentes en cada una de las Cámaras 
serán siete (7) a saber: 

Comisión Primera. 

Compuesta por diecinueve (19) miembros en el Senado y treinta y cinco (35) 
en la Cámara de Representantes, conocerá de: reforma constitucional; leyes 
estatutarias; organización territorial; reglamentos de los organismos de 
control; normas generales sobre contratación administrativa; notariado y 
registro; estructura y organización de la administración nacional central; de 
los derechos, las garantías y los deberes; rama legislativa; estrategias y 
políticas para la paz; propiedad intelectual; variación de la residencia de los 
altos poderes nacionales; asuntos étnicos. (Subrayado por fuera del texto).

(…)”

Ley General de Educación: Ley 115 de febrero 8 de 1994

“Artículo 8°. La sociedad. La sociedad es responsable de la educación con la 
familia y el Estado. Colaborará con éste en la vigilancia de la prestación del 
servicio educativo y en el cumplimiento de su función social. 

La sociedad participará con el fin de:

b) Fomentar, proteger y defender la educación como patrimonio social y cultural 
de toda la Nación; 

c) Exigir a las autoridades el cumplimiento de sus responsabilidades con la 
educación; 

d) Verificar la buena marcha de la educación, especialmente con las 
autoridades e instituciones responsables de su prestación; 

e) Apoyar y contribuir al fortalecimiento de las instituciones educativas; 
f) Fomentar instituciones de apoyo a la educación, y 
g) Hacer efectivo el principio constitucional según el cual los derechos de los 

niños prevalecen sobre los derechos de los demás.

CONFLICTO DE INTERÉS

Teniendo en cuenta el artículo 3 de la Ley 2003 de 2019, “Por la cual se modifica 
parcialmente la Ley 5 de 1992”, y de conformidad con el artículo 286 de la Ley 5 de 
1992, modificado por el artículo 1 de la Ley 2003 de 2019, el cual establece que: 

“Artículo 286. Régimen de conflicto de interés de los congresistas. Todos los 
congresistas deberán declarar los conflictos de intereses que pudieran surgir 
en el ejercicio de sus funciones. Se entiende como conflicto de interés una 
situación donde la discusión o votación de un proyecto de ley o acto legislativo 
o artículo, pueda resultar en un beneficio particular, actual y directo a favor del 
congresista.

a) Beneficio particular: aquel que otorga un privilegio o genera ganancias o 
crea indemnizaciones económicas o elimina obligaciones a favor del 
congresista de las que no gozan el resto de los ciudadanos. Modifique normas 
que afecten investigaciones penales, disciplinarias, fiscales o administrativas 
a las que se encuentre formalmente vinculado. 

b) Beneficio actual: aquel que efectivamente se configura en las circunstancias 
presentes y existentes al momento en el que el congresista participa de la 
decisión. 

c) Beneficio directo: aquel que se produzca de forma específica respecto del 
congresista, de su cónyuge, compañero o compañera permanente, o parientes 
dentro del segundo grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero 
civil. 

(…)” 
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Igualmente, El Consejo de Estado en su sentencia 02830 del 16 de julio de 2019, 
determinó: 

“No cualquier interés configura la causal de desinvestidura en comento, pues 
se sabe que sólo lo será aquél del que se pueda predicar que es directo, esto 
es, que per se el alegado beneficio, provecho o utilidad encuentre su fuente 
en el asunto que fue conocido por el legislador; particular, que el mismo sea 
específico o personal, bien para el congresista o quienes se encuentren 
relacionados con él; y actual o inmediato, que concurra para el momento en 
que ocurrió la participación o votación del congresista, lo que excluye 
sucesos contingentes, futuros o imprevisibles…”. 

Bajo este marco, se considera que la discusión y aprobación del presente Proyecto 
de Ley, a pesar de su carácter general y extenso en la materia que trata, podría 
crear conflictos de interés en tanto al congresista o pariente dentro de los grados de 
ley sea beneficiario con los términos dispuestos en la presente ley. 

Por lo cual, en cumplimiento de lo dispuesto en el marco normativo citado, me 
permito señalar que en el trámite de este Proyecto podrían presentarse conflictos 
de interés por parte de aquellos congresistas que por tener familiares dentro de los 
grados de consanguinidad y afinidad consagrados en la ley que hagan parte de los 
niveles directivos de las diferentes Instituciones Educativas que podrían obtener 
beneficios directos o actuales del presente proyecto.

PROPOSICIÓN

Con fundamento en las anteriores consideraciones, presento ponencia positiva y, 
en consecuencia, solicito miembros de la Honorable Comisión Primera del Senado 
de la República, dar Primer Debate al Proyecto de Acto Legislativo número 038 DE 
2022 Senado - 120 de 2022 Cámara “Por medio del cual se modifican los artículos 
67, 68, 69 y 189 de la Constitución Política, y se crea la Superintendencia de 
Educación” en Primera Vuelta, atendiendo el texto aprobado en la Plenaria de la 
Cámara de Representantes.

Cordialmente

_______________________
ALFREDO DELUQUE ZULETA  
Senador de la República

TEXTO PROPUESTO

PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO N° 038 DE 2022 SENADO - 120 DE 2022 
CÁMARA “POR MEDIO DEL CUAL SE MODIFICAN LOS ARTÍCULOS 67, 68, 

69 Y 189 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA, Y SE CREA LA 
SUPERINTENDENCIA DE EDUCACIÓN”

-PRIMERA VUELTA-

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA
DECRETA:

ARTÍCULO 1. Modifíquese el artículo 67 de la Constitución Política de Colombia, el 
cual quedará así:

Artículo 67. La educación es un derecho y un deber de la persona y un servicio 
público que tiene una función social; con ella se busca el acceso al conocimiento, 
a la ciencia, a la técnica, y a los demás bienes y valores de la cultura; y deberá 
ser de calidad y con pertinencia, con el objeto de formar personas con bienestar 
emocional y salud mental, capaces de alcanzar la felicidad y que aporten al 
desarrollo económico, social y cultural del país.

La educación formará al colombiano en el respeto a los derechos humanos, a la 
paz y a la democracia; en principios y valores que garanticen comportamientos 
éticos sobre el respeto a la vida, a la honra de las personas, a la diversidad étnica, 
de género y cultural, a los bienes y recursos del Estado y de las personas; en la 
generación de riqueza y el desarrollo de inteligencia empresarial, administrativa 
y financiera en la práctica del trabajo, el deporte y la recreación, para el 
mejoramiento cultural, científico, tecnológico y para la protección del ambiente.

El Estado, la sociedad y la familia son responsables de la educación, que será 
obligatoria desde la educación inicial, entre los cero (0) y cinco (5) años, hasta la 
educación superior en igualdad de condiciones, inclusiva, de calidad y pertinencia 
para todas las personas, desde las dimensiones de disponibilidad, accesibilidad, 
aceptabilidad y adaptabilidad con el fin de satisfacer las necesidades básicas de 

los estudiantes, en nutrición, transporte en zonas de difícil acceso, útiles 
escolares, salud y las demás condiciones para las personas sujetos de especial 
protección constitucional con el fin de garantizar una educación incluyente, sin 
perjuicio del cobro a quienes puedan sufragarlos.

La educación será gratuita en las instituciones del Estado, sin perjuicio del cobro 
de derechos académicos a quienes puedan sufragarlos.

Corresponde al Estado regular y garantizar la calidad de la educación desde la 
primera infancia hasta la superior; el cumplimiento de sus fines, la formación 
integral, moral, ética, intelectual, espiritual, psíquica, social, afectiva, cívica y 
física de los educandos; garantizar el adecuado cubrimiento del servicio y 
asegurar las condiciones necesarias para su acceso y permanencia en el sistema 
educativo.

El Estado, a través de la Superintendencia de Educación, ejercerá la suprema 
inspección, vigilancia y control sobre los prestadores del servicio público 
educativo en todos los niveles y formas, sean estos públicos o privados.

La ley determinará la estructura, funciones y la financiación de la 
Superintendencia de Educación.

La Nación y las entidades territoriales participarán en la dirección, financiación y 
administración de los servicios educativos estatales, en los términos que señalen 
la Constitución y la ley.

Parágrafo: El Estado junto con el Ministerio de Educación, deben garantizar la 
educación preescolar, básica y media en todas las instituciones del país, para los 
niños con discapacidad visual, auditiva, física o motora, intelectual, psicosocial, 
múltiple, sordoceguera y superdotados; propendiendo por una educación de 
calidad según su condición.

ARTÍCULO 2°. Modifíquese el artículo 68 de la Constitución Política de Colombia, 
el cual quedará así:

Artículo 68. Los particulares podrán fundar establecimientos educativos. La ley 
establecerá las condiciones, requisitos y sus obligaciones para su creación. 

La comunidad educativa participará en la dirección y funcionamiento de las 
instituciones de educación, de manera democrática, participativa, pluralista y 
directa; se prohíbe cualquier forma de delegación que sustituya la elección 

directa de los representantes de los estamentos de la comunidad educativa en 
los órganos de dirección. 

La enseñanza estará a cargo de personas de reconocida idoneidad ética y 
pedagógica. 

La Ley garantiza la profesionalización y dignificación de la actividad docente.

Los padres de familia tendrán derecho de escoger el tipo de educación para sus 
hijos menores. En los establecimientos del Estado ninguna persona podrá ser 
obligada a recibir educación religiosa, ni podrá ser discriminada por su identidad 
religiosa, por su orientación sexual o por cualquier tipo de capacidad reducida o 
condiciones diferenciales.

Los integrantes de los grupos étnicos tendrán derecho a que se garantice una 
formación con enfoque diferencial que respete y desarrolle su identidad cultural, 
usos y costumbres.

Los integrantes de los grupos campesinos tendrán derecho a una formación con 
modelos diferenciales que potencie las capacidades agrícolas, agropecuarias 
agroecológicas y ecoturísticas. Los niños y niñas campesinos serán reconocidos 
como sujetos especiales de derecho, por tanto, el Estado garantizará su derecho 
a la Educación en términos de calidad, pertinencia y acceso a las TIC. En 
correspondencia, el Estado dispondrá de un profesor por cada grado, y un grado 
por salón en los Centros Educativos Rurales, o garantizará dicha condición para 
el acceso a la educación con calidad.

La erradicación del analfabetismo y la educación de personas con limitaciones 
físicas o mentales, con capacidades excepcionales o diferenciales; y reducir la 
deserción o descolarización en los niveles señalados en el inciso 5 del artículo 
67 son obligaciones especiales del Estado.

Se garantizará el derecho a educación a niños, niñas y adolescentes con 
capacidades especiales o diferenciales, se buscará eliminar barreras de acceso 
y promover la participación en igualdad de oportunidades de niños, niñas y 
adolescentes con discapacidad. La educación presencial tendrá la intensidad 
horaria de un grado por año, y contará con profesorado e infraestructura idónea 
para atender las necesidades respectivas. Los padres de Familia podrán elegir si 
la educación será inclusiva o de carácter especial.

ARTÍCULO 3°. Modifíquese el artículo 69 de la Constitución Política de Colombia, 
el cual quedará así: 
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Artículo 69. Se garantiza la autonomía de las Instituciones de Educación 
Superior. Las Instituciones de Educación Superior podrán darse sus directivas y 
regirse por sus propios estatutos; las cuales serán supervisadas y vigiladas de 
conformidad con la ley.

La ley establecerá un régimen especial para las Instituciones de Educación 
Superior del Estado. En relación al régimen contractual especial debe estar sujeto 
a los principios v modalidades del Estatuto General de la Contratación Pública.

El Estado fortalecerá el desarrollo de sus condiciones y apoyará la investigación 
científica en las Instituciones de Educación Superior públicas y privadas.

El Estado facilitará mecanismos que hagan posible el acceso y permanencia de 
todas las personas a la educación superior. Para tal efecto garantizará la 
implementación de políticas públicas que contribuyan económicamente en el 
acceso de los sectores más vulnerables de la sociedad a la educación superior y 
que gradualmente se garantice la gratuidad en las instituciones de educación 
superior del Estado, asegurando la adecuada financiación de las mismas.

ARTÍCULO 4°. Modifíquese el numeral 21 del artículo 189 de la Constitución Política 
de Colombia, el cual quedará así: 

Artículo 189. Corresponde al Presidente de la República como Jefe de Estado, 
Jefe del Gobierno y Suprema Autoridad Administrativa: 

1. Nombrar y separar libremente a los Ministros del Despacho y a los Directores 
de Departamentos Administrativos.

2. Dirigir las relaciones internacionales. Nombrar a los agentes diplomáticos y 
consulares, recibir a los agentes respectivos y celebrar con otros Estados y 
entidades de derecho internacional tratados o convenios que se someterán 
a la aprobación del Congreso. 

3. Dirigir la fuerza pública y disponer de ella como Comandante Supremo de las 
Fuerzas Armadas de la República.

4. Conservar en todo el territorio el orden público y restablecerlo donde fuere 
turbado.

5. Dirigir las operaciones de guerra cuando lo estime conveniente.

6. Proveer a la seguridad exterior de la República, defendiendo la 
independencia y la honra de la Nación y la inviolabilidad del territorio; declarar 
la guerra con permiso del Senado, o hacerla sin tal autorización para repeler 
una agresión extranjera; y convenir y ratificar los tratados de paz, de todo lo 
cual dará cuenta inmediata al Congreso.

7. Permitir, en receso del Senado, previo dictamen del Consejo de Estado, el 
tránsito de tropas extranjeras por el territorio de la República.

8. Instalar y clausurar las sesiones del Congreso en cada legislatura.

9. Sancionar las leyes.

10. Promulgar las leyes, obedecerlas y velar por su estricto cumplimiento.

11. Ejercer la potestad reglamentaria, mediante la expedición de los decretos, 
resoluciones y órdenes necesarios para la cumplida ejecución de las leyes.

12. Presentar un informe al Congreso, al iniciarse cada legislatura, sobre los 
actos de la Administración, sobre la ejecución de los planes y programas de 
desarrollo económico y social, y sobre los proyectos que el Gobierno se 
proponga adelantar durante la vigencia de la nueva legislatura.

13. Nombrar a los presidentes, directores o gerentes de los establecimientos 
públicos nacionales y a las personas que deban desempeñar empleos 
nacionales cuya provisión no sea por concurso o no corresponda a otros 
funcionarios o corporaciones, según la Constitución o la ley. 

En todo caso, el Gobierno tiene la facultad de nombrar y remover libremente 
a sus agentes. 

14. Crear, fusionar o suprimir, conforme a la ley, los empleos que demande la 
administración central, señalar sus funciones especiales y fijar sus 
dotaciones y emolumentos. El Gobierno no podrá crear, con cargo al Tesoro, 
obligaciones que excedan el monto global fijado para el respectivo servicio 
en la ley de apropiaciones iniciales.

15. Suprimir o fusionar entidades u organismos administrativos nacionales de 
conformidad con la ley.

16. Modificar la estructura de los Ministerios, Departamentos Administrativos y 
demás entidades u organismos administrativos nacionales, con sujeción a los 
principios y reglas generales que defina la ley.

17. Distribuir los negocios según su naturaleza, entre Ministerios, Departamentos 
Administrativos y Establecimientos Públicos.

18. Conceder permiso a los empleados públicos nacionales que lo soliciten, para 
aceptar, con carácter temporal, cargos o mercedes de gobiernos extranjeros.

19. Conferir grados a los miembros de la fuerza pública y someter para 
aprobación del Senado los que correspondan de acuerdo con el artículo 173.

20. Velar por la estricta recaudación y administración de las rentas y caudales 
públicos y decretar su inversión de acuerdo con las leyes.

21. Ejercer la inspección, vigilancia y control de las condiciones y prestación del 
servicio educativo a través de la Superintendencia de Educación de 
conformidad con la ley.

22. Ejercer la inspección y vigilancia de la prestación de los servicios públicos.

23. Celebrar los contratos que le correspondan con sujeción a la Constitución y 
la ley.

24. Ejercer, de acuerdo con la ley, la inspección, vigilancia y control sobre las 
personas que realicen actividades financiera, bursátil, aseguradora y 
cualquier otra relacionada con el manejo, aprovechamiento o inversión de 
recursos captados del público. Así mismo, sobre las entidades cooperativas 
y las sociedades mercantiles.

25. Organizar el Crédito Público; reconocer la deuda nacional y arreglar su 
servicio; modificar los aranceles, tarifas y demás disposiciones concernientes 
al régimen de aduanas; regular el comercio exterior; y ejercer la intervención 
en las actividades financiera, bursátil, aseguradora y cualquier otra 
relacionada con el manejo, aprovechamiento e inversión de recursos 
provenientes del ahorro de terceros de acuerdo con la ley.

26. Ejercer la inspección y vigilancia sobre instituciones de utilidad común para 
que sus rentas se conserven y sean debidamente aplicadas y para que en 
todo lo esencial se cumpla con la voluntad de los fundadores.

27. Conceder patente de privilegio temporal a los autores de invenciones o 
perfeccionamientos útiles, con arreglo a la ley.

28. Expedir cartas de naturalización, conforme a la ley.

Artículo 5. Vigencia. El presente acto legislativo, rige a partir de la fecha de su 
promulgación y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.

_________________________

ALFREDO DELUQUE ZULETA  
Senador de la República



Página 26	 Jueves, 24 de noviembre de 2022	 Gaceta del Congreso  1502

T E X T O S  D E  P L E N A R I A
TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA REPÚBLICA  

DEL DÍA 16 DE NOVIEMBRE DE 2022 AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 13 DE 2021 SENADO

por la cual se crea la cátedra de cambio climático para servidores públicos tomadores de decisiones  
y se dictan otras disposiciones.

TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO 
DE LA REPÚBLICA DEL DÍA 16 DE NOVIEMBRE DE 2022 AL PROYECTO 

DE LEY No. 013 DE 2021 SENADO “POR LA CUAL SE CREA LA 
CÁTEDRA DE CAMBIO CLIMÁTICO PARA SERVIDORES PÚBLICOS 

TOMADORES DE DECISIONES Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES” 
 

 

El Congreso de Colombia,  

DECRETA 
 

Artículo 1°. Objeto. Capacitar a los tomadores de decisiones de escala nacional, 
departamental, municipal y local en la gestión del Cambio Climático. 
 

Artículo 2°. Servidores públicos que tendrán que recibir la capacitación de la 
Cátedra de Cambio Climático. Cada persona elegida para el Congreso de la 
República, una Asamblea Departamental, un Concejo Municipal, una Gobernación 
departamental, una Alcaldía municipal, la Presidencia de una Junta de Acción Comunal, 
o la Presidencia de una Junta Administradora Local, como también Personeros, Jueces 
de Paz y Directores de Casas de Justicia, y Consejos de Juventud asistirán a la Cátedra 
de Cambio Climático.  

Parágrafo 1. La presentación del Certificado de asistencia a la Cátedra de Cambio 
Climático dentro de los primeros 60 días desde la toma de su posesión será obligatoria, 
so pena de constituir falta disciplinaria.  La gravedad de la falta se graduará de acuerdo 
con lo establecido en el artículo 47 de la Ley 1952 de 2019. 

Parágrafo 2. Los certificados tendrán una validez de 4 años. 

Artículo 3°. Oferta de la cátedra. La Cátedra de Cambio Climático será ofrecida por 
la Escuela Superior de Administración Pública. 
 

Artículo 4°. Especificaciones de la modalidad y asistencia a la Cátedra de 
Cambio Climático. Las Cátedras de Cambio Climático tendrán una naturaleza 
presencial, semipresencial, o virtual. Su duración mínima será de 20 horas y el 
certificado de completitud se logrará con un mínimo de asistencia del 90% de las 
sesiones o con la presentación de un examen de suficiencia de conocimientos.  

Parágrafo 1. El Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible y el Ministerio de 
Educación Nacional podrá modificar la duración de la Cátedra de Cambio Climático. 
 

Artículo 5°. Contenidos. Los contenidos de la Cátedra de Cambio Climático serán 
definidos por el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible y el Ministerio de 
Educación Nacional, en un plazo no mayor a seis de meses de expedida la presente ley.  
De manera periódica, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible actualizará los 
contenidos de la cátedra a partir de nuevas investigaciones y divulgaciones de evidencia 
científica libre de conflicto de intereses. 
 

Artículo 6°. Divulgación. El Sistema Nacional de Medios Públicos, teniendo como 
gestor a Radio Televisión Nacional de Colombia (RTVC), dispondrá de sus espacios 
convencionales y digitales para la difusión y posicionamiento para ofrecer una Cátedra 
de Cambio Climático, impartida por personas expertas en el tema. 
 

Artículo 7°. Vigencia. La presente ley rige a partir de su publicación y deroga todas 
las disposiciones que le sean contrarias. 

Con el propósito de dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 
1992, me permito presentar el texto definitivo aprobado en Sesión Plenaria del Senado 
de la República del día 16 de noviembre de 2022 al PROYECTO DE LEY No. 013 DE 
2021 SENADO “POR LA CUAL SE CREA LA CÁTEDRA DE CAMBIO CLIMÁTICO 
PARA SERVIDORES PÚBLICOS TOMADORES DE DECISIONES Y SE DICTAN 
OTRAS DISPOSICIONES”. 
 

 
Cordialmente, 
 
 
 
 
ROBERT DAZA GUEVARA 
Senador Ponente             
 
 
El presente Texto Definitivo, fue aprobado con modificaciones en Sesión Plenaria del 
Senado de la República del día 16 de noviembre de 2022, de conformidad con el 
texto propuesto para segundo debate. 
 
 
 
 
GREGORIO ELJACH PACHECO 
Secretario General 

Gaceta número 1502 - Jueves, 24 de noviembre de 2022
SENADO DE LA REPÚBLICA

PROYECTOS DE LEY
Proyecto de ley número 250 de 2022 Senado, por medio de 

la cual se aprueba el Protocolo contra el Tráfico ilícito 
de migrantes por tierra, mar y aire, que complementa 
la Convención de las Naciones Unidas Contra la 
delincuencia organizada transnacional, adoptado 
por la Asamblea General de la Organización de 
las naciones Unidas, el 15 de noviembre de 2022......	 1

PONENCIAS
 Informe de ponencia para primer debate y texto 

aprobado al Proyecto de Acto legislativo número 
37 de 2022 Senado, 117 de 2022 Cámara, por 
medio del cual se modifican los artículos 356 y 357 
de la Constitución Política de Colombia....................	 10

Informe de ponencia y texto propuesto al Proyecto de 
Acto legislativo número 38 de 2022 Senado, 120 de 
2022 Cámara, por medio del cual se modifican los 
artículos 67, 68, 69 y 189 de la Constitución Política,
 y se crea la superintendencia de educación...............	 17

TEXTOS DE PLENARIA
Texto definitivo aprobado en sesión plenaria del 

Senado de la República del día 16 de noviembre 
de 2022 al Proyecto de ley número 13 de 2021 
Senado, por la cual se crea la cátedra de cambio 
climático para servidores públicos tomadores de 
decisiones y se dictan otras disposiciones..................	 26

Págs.

C O N T E N I D O

IMPRENTA NACIONAL DE COLOMBIA - 2022


	Proyecto de Ley NÚMERO 250 de 2022 Senado, 
	por medio de la cual se aprueba el Protocolo contra el Tráfico ilícito de migrantes por tierra, mar y aire, que complementa la Convención de las Naciones Unidas Contra la delincuencia organizada transnacional, adoptado por la Asamblea General de la Organi
	PONENCIAS
	 Informe de Ponencia para primer debate al Proyecto de Acto Legislativo NÚMERO 37 de 2022 Senado, 117 de 2022 Cámara 


	por medio del cual se modifican los artículos 356 y 357 de la Constitución Política de Colombia.
	INFORME DE PONENCIA PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO NÚMERO 38 DE 2022 SENADO, 120 DE 2022 CÁMARA
	por medio del cual se modifican los artículos 67, 68, 69 y 189 de la Constitución Política, 
y se crea la superintendencia de educación.
	TEXTOS DE PLENARIA
	TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA REPÚBLICA 
DEL DÍA 16 DE NOVIEMBRE DE 2022 AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 13 DE 2021 SENADO


	por la cual se crea la cátedra de cambio climático para servidores públicos tomadores de decisiones 
y se dictan otras disposiciones.

